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Antonio Díaz Soto y Gama

Los textos publicados en la presente 
edición manifiestan el ideario de Antonio 
Díaz Soto y Gama en dos temas funda-
mentales: democracia y municipalismo. 
En ambos casos, el ideólogo expresa su 
particular interpretación de la realidad 
política nacional, realiza un crudo diag-
nóstico de los actores políticos y vincula 
el retraso democrático del país con la 
mala calidad educativa.
 
Sus cualidades discursivas hicieron de él 
un polemista con capacidades muy reco-
nocidas, un hombre visionario y un ora- 
dor grandilocuente. Leer a Díaz Soto y 
Gama es descubrir a un hombre tan apa-
sionado como congruente en la defensa 
de la libertad, de los derechos de los 
pueblos, de la democracia y de la justicia. 
Un hombre que soñó otro México.

Ensayista, editor, bibliófilo y gastrófilo; 
impulsor del proyecto de creación del 
Archivo Histórico del Estado de More-
los. Autor de una veintena de ensayos de 
historia regional morelense del siglo 
XIX y XX. Publicó el libro La comida 
mexicana. De la Colonia a la Indepen-
dencia. Actualmente, se desempeña 
como director general del Instituto 
Estatal de Documentación de Morelos.

Jesús Zavaleta Castro
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La colección Clásicos de la resistencia civil expone el pensamiento 
de grandes personajes del mundo en pro de la no-violencia, 

la autogestión social y el respeto de los derechos humanos y ciuda-
danos, prologados por especialistas reconocidos en cada autor. 

EJEMPLAR GRATUITO



Universidad Autónoma del 
Estado de Morelos

Dr. Alejandro Vera Jiménez
Rector 

Dra. Patricia Castillo España
Secretario General

Javier Sicilia 
Secretario de Extensión

Francisco Rebolledo
Director de Difusión Cultural

AnTOnIO DíAz 
SOTO y GAMA 

Prólogo de Jesús Zavaleta Castro 

Los derechos 
de los pueblos



LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS
Antonio Díaz Soto y Gama 

De la colección
Clásicos de la resistencia civil

D.R. © 2015, Prólogo de Jesús zavaleta Castro 

D.R. © 2015, Universidad Autónoma del Estado de Morelos
Av. Universidad 1001, Col. Chamilpa
Cuernavaca, Morelos, 62210, México

Fotografía  de Antonio Díaz Soto y Gama: Fototeca nacional del InAH

Colección dirigida por Francisco Rebolledo
Dirección de Difusión Cultural
Secretaría de Extensión de la UAEM

Cuidado editorial: Roberto Abad
Diseño: Araceli Vázquez Mancilla

ISBn: 978-607-8332-45-8 Colección Clásicos de la resistencia civil
ISBn: 978-607-8434-19-0 

Reservados los derechos de impresión/Impreso en México

Contenido

    Prólogo 

Breves consideraciones sobre 
la importancia del municipio
Manifiesto a la nación
Programa de Reformas Político-Sociales 
de la Soberana Convención Revolucionaria
Ley General sobre Libertades Municipales
Ley sobre Derechos y Obligaciones de los Pueblos
Ley General Administrativa para 
el Estado de Morelos
Ley Orgánica de Ayuntamientos para 
el Estado de Morelos 

11

23

35

39
47
53

61

69

I 

II
III

IV
V

VI

VII

Díaz Soto y Gama, Antonio, 1874-1967 
    
      Los derechos de los pueblos / Antonio Díaz Soto y Gama ; 
prólogo de Jesús zavaleta Castro. - -  México : Universidad 
Autónoma del Estado de Morelos, 2015.
     
     94 p. - - (Colección Clásicos de la resistencia civil ; 10)  
       
      ISBn 978-607-8332-45-8 Colección
      ISBn  978-607-8434-19-0 

1. Derechos sociales  2. Filosofía política 
      
            LCC  HM671                       DC  303.372



Prólogo



Prólogo 11

Antonio Díaz Soto y Gama
El vehemente ideólogo de la Revolución

“tenemos que destruir y tenemos que crear; que destruir los ma-
los hábitos arraigados en la política, para sustituirlos por otros 
que sean propios para devolver la salud a los que hoy es podre-
dumbre y asco”, afirmó Antonio Díaz Soto y Gama en 1901. En 
su tesis para obtener la licenciatura en Derecho, dedicada al mu-
nicipio mexicano, sentencia: “Hay que cambiar nuestro modo de 
ser nacional”1: “La conciencia nacional está corrompida, la opi-
nión está enferma de cesarismo, y para limpiarla y para curarla 
se necesita una labor de titanes y un progreso que no se hace en 
un día ni se realiza con los candentes artículos de un periódico o 
con las frases fulgurantes del tribuno”2.

Díaz Soto y Gama publicó su discurso-tesis con el título Bre-
ves consideraciones sobre la importancia del municipio y, en 
su disertación, el autor afirma que la “libertad municipal [es] el 
preliminar forzoso de la democracia”. Orador polémico, aborda 
con intensidad crítica la realidad que, en torno a la democracia, 
percibe: “Buscamos anhelosos al pueblo soberano, y no lo halla-
mos, porque en vez de él la experiencia descarnada nos presenta 
masas imbéciles y tiranías insolentadas”3.

El abogado originario de San Luis Potosí (1880) es uno de los 
ideólogos y críticos más sobresalientes de la Revolución mexi-
cana. Primero desde el zapatismo y, después, desde el obrego-
nismo, Soto y Gama (como era mejor conocido) fue uno de los 
más destacados y polémicos tribunos de su época e impulsor del 

1 Díaz Soto y Gama, Antonio, Breves consideraciones sobre la importancia del muni-
cipio.
2 Ibidem.
3 Ibid.
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debate de las ideas en torno al movimiento revolucionario de 
1910 y sus consecuencias.

Formado originalmente en el catolicismo, durante su juven-
tud se forjó en el liberalismo, más tarde abrevó en el anarquismo 
y derivó en el anarcosindicalismo; luego, fue defensor del socia-
lismo, debatió desde el agrarismo y terminó su vida en el catoli-
cismo. A pesar de la diversidad de posicionamientos ideológicos 
que asumió Díaz Soto, su postura crítica a los gobiernos fue una 
constante. La intransigencia los identificó a él y a Emiliano za-
pata Salazar, convirtiéndolo en el más influyente ideólogo del 
Ejército Libertador del Sur.

Soto y Gama se formó bajo la influencia de pensadores, entre 
otros, como Piotr Kropotkin, Mijaíl Bakunin, Eliseo Reclus, Car-
los Malato y Henri Dagan, al tiempo que convivió con socialis-
tas y anarquistas latinoamericanos4. De igual manera, compar-
tieron el anarquismo Paulino Martínez y Antonio I. Villarreal, 
entre muchos. Combatieron a Porfirio Díaz, cuestionaron a 
Francisco I. Madero, despreciaron a Victoriano Huerta y enfren-
taron a Venustiano Carranza. Algunos de ellos murieron, otros 
fueron a prisión y otros más salieron del país defendiendo sus 
ideas. Díaz Soto se identificó plenamente con José María More-
los, “el más grande hombre que ha tenido México”5.

Su activismo político lo llevó a fundar y participar en dife-
rentes organizaciones políticas como el Club Liberal Poncia-
no Arriaga, el Partido Liberal Mexicano, el Partido nacional 
Agrarista, y la Casa del Obrero Mundial5. Fue efímero candi-
dato al gobierno de su natal San Luis Potosí y diputado fede-
ral en varias ocasiones. Como periodista, denunció y fustigó 
el autoritarismo y abuso de los gobiernos y, como académico 
en derecho agrario y de historia, formó a varias generaciones 
desde la Facultad de Jurisprudencia y de la Escuela nacional 
Preparatoria6.

Martín Luis Guzmán describe, en El águila y la serpiente, 
el carácter de Soto y Gama como orador ante la asamblea de la 
Soberana Convención Revolucionaria, el 27 de octubre de 1914 
en el Teatro Morelos, de Aguascalientes, cuando “flagelaba el 

4 Castro, Pedro, Soto y Gama: genio y figura, p. 25.
5 Ibidem, p. 12.
6 Álvarez, José R. (dir.), Enciclopedia de México, México, 1996, p. 2286.

espíritu de sus oyentes sacándoles al rostro su ignorancia, su 
inconsistencia y su servil sumisión a los prejuicios más grose-
ros y más indignos del fervor revolucionario”. El también au-
tor de La sombra del Caudillo sentencia: “Era, en una palabra, 
tremendo”7.

Durante su discurso, Soto y Gama estrujó la bandera que los 
convencionistas habían firmado, al tiempo que cuestionaba su 
simbolismo. Ello ofendió sobremanera a los revolucionarios 
norteños. “Cuatrocientas pistolas salieron entonces de sus fun-
das; cuatrocientas pistolas brillaron por sobre las cabezas y se-
ñalaron, como dedos de luz, el pecho de Díaz Soto, que se erguía 
más y más por encima del vocerío ensordecedor y confuso”8, 
describió Guzmán.

En aquellos instantes Díaz Soto estuvo admirable. Ante la 
innúmera puntería de los revólveres, bajo la lluvia airada de 
los peores improperios, se cruzó de brazos y permaneció en 
la tribuna, pálido e inmóvil, en espera de que la tempestad se 
aplacase sola. Apenas se le oyó decir: “Cuando ustedes termi-
nen, continuaré”9.

Para comprender mejor la naturaleza de Díaz Soto desde 
su propia persona, con respecto a estos hechos en el seno de la 
también llamada Convención de Aguascalientes, el abogado 
escribió: “Mi cabeza hervía, mi corazón estallaba, y en efecto 
estallé al abordar por mi parte la tribuna”10. En opinión del in-
tegrante de la delegación del Ejército Libertador del Sur ante la 
asamblea convencionista, encabezada por el periodista Pauli-
no Martínez, la bandera se había “convertido en instrumento 
para fines ocultos de una política encaminada al beneficio ex-
clusivo de una facción”11.

En su libro La Soberana Convención Revolucionaria. 1914-
1916, Luis Fernando Amaya registra la opinión de José Vas-
concelos, presente en dicha asamblea: “Aquél fue quizás el 
7 Martínez, Gerardo; Guajardo, Claudia P. (coord.), La Soberana Convención de Aguas-
calientes. Un teatro para la tormenta, p. 175.
8 Ibidem, 177.
9 Ibid, 177.
10 Amaya, Luis F., La Soberana Convención Revolucionaria. 1914-1916, p. 133.
11 Ibídem, p. 133.
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momento más hermoso de la vida política de Soto y Gama”12. 
Amaya describe, a partir de las crónicas convencionistas y otros 
testimonios, cómo el orador utilizó sus dotes para apaciguar los 
ánimos de los asambleístas. Después de varios oradores a favor 
y en contra, el constitucionalista Guillermo Castillo Tapia tomó 
la palabra y concluyó su alocución gritando: “¡Vivan los del sur! 
¡Viva el sur! ¡Viva el licenciado Soto y Gama!”13.

Pedro Castro, en su libro biográfico Soto y Gama: genio y figu-
ra, lo describe así: “Vivió con ética, en el sentido de la más pura 
semántica del vocablo: carácter”. Para Castro, el político potosi-
no tuvo el carácter necesario “para mantener en tono sostenido 
una pasión justiciera, frente a todo y frente a todos”. Se trata de 
“un precursor, un ideólogo, un hombre de acción, el mayor tri-
buno revolucionario, un titán de la oratoria en el siglo XX”14.

“Desde su juventud se reveló como un individuo de telúricas 
emociones e increíbles arrojos”, afirma el autor. Como en pocos 
revolucionarios “cohabitaron la fuerza de las ideas y el ímpetu 
de la acción”. Consecuencia de sus convicciones, Díaz Soto lle-
gó al límite de “la pobreza hasta el punto de la privacidad [y] 
huyó al poder como a la peste, si era para satisfacer ambiciones 
y amasar fortuna”. Hasta su muerte mantuvo una férrea oposi-
ción “a la insensibilidad de los poderosos frente al sufrimiento 
de los pobres”15.

Mal puede infiltrarse el espíritu público en seres cuya ocu-
pación y cuidado predilectos son [...] la combinación finan-
ciera que ha de procurarles una talega más de pesos o una 
dosis más de comodidades; [...] la combinación política, sucia 
mixtura de humillaciones y de halagos, que ha de acarrear-
les, para el hijo mayor, un empleo lucrativo, pero infaman-
te; para sí mismos, una curul grotesca y soporífera; y para sí 
mismos, para sus hijos, para su familia y para su nombre, el 
deshonor social, la vergüenza eterna y el más soberano des-
dén de los hombres dignos y de los hombres honrados16.

12 Ibid, p. 134.
13 Ibid, p. 137.
14 Castro, Pedro, Soto y Gama: genio y figura, p. 7.
15 Ibidem, p. 7.
16 Díaz Soto y Gama, Antonio, Breves consideraciones sobre la importancia del mu-
nicipio.

La presente antología integra textos tales como Breves consi-
deraciones sobre la importancia del municipio (1901), Manifies-
to a la nación (1916), el Programa de Reformas Político-Sociales 
de la Soberana Convención Revolucionaria (1916), la Ley Gene-
ral sobre Libertades Municipales (1916), la Ley sobre Derechos y 
Obligaciones de los Pueblos (1917), la Ley General Administra-
tiva para el Estado de Morelos (1917) y la Ley Orgánica de Ayun-
tamientos para el Estado de Morelos (1917).

En estos documentos se manifiesta el ideario de Antonio 
Díaz Soto y Gama en dos temas fundamentales: democracia y 
municipalismo. En ambos casos, el ideólogo expresa su parti-
cular interpretación de la realidad política nacional, realiza un 
crudo diagnóstico de los actores políticos y vincula el retraso 
democrático del país con la mala calidad educativa. Para él, sólo 
la educación sentará las bases de una sociedad consciente y crí-
tica, de una sociedad que logre transformar el status quo.

Díaz Soto, de manera contundente escribió: “nuestro pueblo, 
ineducado para todo, pero principalmente para la política, ca-
rece de criterio para distinguir a los hombres realmente benéfi-
cos para el país, de aquellos ambiciosos que han de explotarlo y 
esquilmarlo en nombre del más puro patriotismo y con el pre-
texto innoble de la razón de Estado”17. Por ello desprecia tanto 
la ignorancia sistémica de unos como el abuso inescrupuloso 
de otros, el poder obtenido y sostenido a costa de una sociedad 
oprimida y acrítica.

El pueblo mexicano es incapaz de elegir convenientemente a 
sus altos funcionarios, no sabe elegirlos; porque en vez de que 
se le preparara para la libertad, desde hace algunos años, ha 
sido educado para la obediencia ciega, o haciéndole mucho 
favor, para prodigar tempestades de aplausos y envolver en 
nubes de lisonja al poderoso y al tirano18.

De manera particular, es en el ámbito del municipio donde 
Soto y Gama encontró la posibilidad de restablecer y fortalecer 
los vínculos sociales (lo que eufemísticamente ahora no pocos 
llaman “tejido social”). Para construir una verdadera democra-

17 Ibidem.
18 Ibid.



16 Jesús Zavaleta Castro Prólogo 17

cia, “hay que comenzar con lo que más vivamente impresiona 
al individuo, por aquello que lo afecte más de cerca, por lo que 
de un modo incesante lo asedie y lo obsesione. y esto [...], en la 
esfera política, es el municipio”19. “no es una ilusión, es el empuje 
de la verdad demostrada, es el convencimiento sólido que da la 
experiencia ya adquirida, lo que nos faculta para augurar una 
redención y para prever una reforma. Al municipio está reser-
vada la gloria de la iniciación, el mérito del primer impulso”20.

En su tesis planteó su deseo de “la evolución en la libertad” con 
el fin de “evitar que, desilusionados por los efectos desastrosos de 
una festinación por demás imprudente [...], nos arrojemos, como 
nos hemos arrojado, en las fauces cien veces malditas, de una tira-
nía absorbente, de ese militarismo que deglute todos los derechos 
y machaca ferozmente todas las libertades”, por el sólo hecho de 
“huir del sangriento espectro de la locura revolucionaria”21. La li-
bertad como valor fundamental de la democracia:

no me satisface una libertad atolondrada y claudicante que 
a cada paso vaya dando traspiés para escarnio de los ideales, 
sino una libertad serena, augusta, que se haga respetar de sus 
detractores, que encuentre un escarmiento para cada déspo-
ta, una venganza para cada vejación del pueblo, y un triunfo 
y una satisfacción para todas las aspiraciones de la Patria, 
para todas las nobles ansias del derecho22.

“El progreso político [del país] es posible”, siempre que sea 
“gradual” y se cimente “sobre sólidas bases”, afirmó Díaz Soto. 
Para ello debe partirse de “la educación adecuada de las masas”, 
pues el sistema imperante genera “las leyes para los pueblos, y no 
los pueblos para las leyes”. no son suficientes ni la teoría ni los 
eruditos para transformar la realidad, “es la injerencia del pueblo 
en la vida municipal” lo que lo conseguirá, es decir, “el municipio 
fundado sobre la práctica positiva del libre sufragio. Lo demás 
es sueño y es quimera”23. 

19 Ibid.
20 Ibid.
21 Ibid.
22 Ibid.
23 Ibid.

La primera victoria ideológica del Ejército Libertador del 
Sur, a través de sus delegados, se había dado en Aguascalientes, 
cuando la mayoría de los convencionistas aceptó el Plan de Aya-
la (firmado el 28 de noviembre de 1911) tras el polémico discur-
so de Soto y Gama. Además de ello, consiguieron la destitución 
de Venustiano Carranza como encargado del Poder Ejecutivo 
del país, así como la designación de un presidente provisional 
“que ofreciera garantías a todas las facciones”24 revolucionarias. 
El general constitucionalista Eulalio Gutiérrez fue electo para 
dicho cargo por la asamblea.

El gobierno convencionista se trasladó a la Ciudad de México. 
El 4 de diciembre, Francisco Villa y Emiliano zapata se reunie-
ron en Xochimilco y dos días después, el 6 de diciembre, entraron 
con sus tropas, triunfalmente, a la capital del país. Para integrar 
su gabinete, Eulalio Gutiérrez designó, entre otros, a José Vascon-
celos, a Manuel Palafox y a Lucio Blanco; Soto y Gama fue invi-
tado a ocupar el cargo de ministro de Justicia, pero declinó para 
continuar trabajando desde la asamblea de la Convención25.

Después de diversos conflictos y traiciones, y habiendo sali-
do de la ciudad de México, Eulalio Gutiérrez renunció a la presi-
dencia del gobierno convencionista. En su lugar fue designado 
Roque González Garza quien, en enero de 1915, trasladó el Po-
der Ejecutivo a Cuernavaca. El 31 de enero de 1915, el pleno de 
la asamblea de la Soberana Convención Revolucionaria inició 
sus sesiones en el Teatro Porfirio Díaz de la capital morelense. 
El general zapatista Otilio Montaño, dio la bienvenida a los con-
vencionistas26.

El gobierno convencionista regresó a la Ciudad de México y 
la asamblea reinició sus sesiones el 21 de marzo de 191527. El 10 de 
junio siguiente, el licenciado Francisco Lagos Cházaro asumió la 
titularidad del Poder Ejecutivo28 y el 8 de julio la Convención se 
trasladó a Toluca, capital del Estado de México29. Los conflictos 
internos se incrementaron entre los delegados del norte y los del 

24 Castro, Pedro, Soto y Gama: genio y figura, p. 31.
25 Quirk, Robert E., La Revolución Mexicana. 1914-1915. La Convención de Aguasca-
lientes, p. 119.
26 Amaya, Luis F., La Soberana Convención Revolucionaria. 1914-1916, p. 209.
27 Ibidem, p. 253.
28 Ibidem, p. 306.
29 Ibidem, p. 433.
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la claridad de sus planteamientos y profundizó sus ideas acerca 
del contenido social y de reformas de las instituciones por las 
que luchaban”34.

“El zapatismo convirtió sus manifiestos y proclamas en 
una tribuna para denunciar al régimen y al sistema social y 
para llamar a la unión de los desposeídos”, afirma Felipe Ávila 
en su libro Las corrientes revolucionarias y la Soberana Con-
vención. Emiliano zapata y los ideólogos zapatistas demostra-
ron “una obsesión por la palabra escrita, por hacer público su 
pensamiento y sus acciones, por hacerse escuchar y romper el 
silencio en que los pueblos y comunidades habían estado por 
largo tiempo”35.

Antonio Díaz Soto y Gama trascendió la vorágine de la gue-
rra revolucionaria y continuó en la vorágine de la posrevolu-
ción. Sus ideas enriquecieron, en muchos sentidos, el debate 
político en México, tanto en el mitin callejero como en el aula 
universitaria y en la tribuna parlamentaria. Sus cualidades dis-
cursivas hicieron de él un polemista con muy reconocidas capa-
cidades, un hombre visionario y un orador grandilocuente. Díaz 
Soto y Gama fue un hombre tan apasionado como congruente 
en la defensa de la libertad, de los derechos de los pueblos, de 
la democracia y de la justicia. Un hombre que soñó otro México.

“Bueno es que queramos ser grandes, pero es preciso que 
aprendamos a serlo, para que tengamos el derecho de serlo”36.

Jesús zavaleta Castro 

34 Ávila Espinosa, Felipe A., Las corrientes revolucionarias y la Soberana Conven-
ción, p. 185.
35 Ibidem, p. 187.

sur y la ruptura fue inevitable. La Convención regresó a Cuer-
navaca, donde se continuó discutiendo el ideario de la Revolu-
ción. El 1 de noviembre de 1915 decretaron que Cuernavaca sería 
la capital provisional del país30.

Dado el avance de las tropas constitucionalistas, la división 
entre los villistas y los zapatistas, así como el debilitamiento de 
las tropas sureñas, el 13 de marzo de 1916 la asamblea y el gobier-
no convencionistas evacuaron Cuernavaca y se dirigió a Jojutla31. 
Después de algunas observaciones hechas por Emiliano zapata, 
el Programa de Reformas Político-Sociales de la Soberana Con-
vención Revolucionaria fue publicado, en Jojutla, el martes 18 
de abril de 191632. Díaz Soto y Gama redactó el Manifiesto a la 
nación que precedió al programa revolucionario.

Después de maduro estudio y prolongados debates, en que 
vibró la noble pasión del revolucionario y atronó al am-
biente la protesta colérica del derecho conculcado, que fue 
a chocar con la inevitable resistencia de los viejos prejui-
cios, para hacer triunfar a la postre la idea regeneradora y 
fecunda, la Soberana Convención Revolucionaria presenta 
al país, como fruto de sus labores, el adjunto Programa de 
Reformas Sociales y Políticas. [...] Debemos decirlo muy alto: 
nosotros contamos con la fuerza de nuestro derecho y con 
el apoyo de la opinión nacional; nuestro triunfo no estará 
manchado ni con la traición ni con la infamia. [...] El triunfo 
final será de nosotros, porque con nosotros está el pueblo, 
están las multitudes sufrientes, está la noble raza indígena, 
cuya salvación está vinculada con el problema de la tierra33.

El Plan de Ayala, publicado el 28 de noviembre de 1911, fue la 
permanente bandera ideológica y política del Ejército Liberta-
dor del Sur. El profesor Otilio Montaño fue el redactor del docu-
mento y primer ideólogo del zapatismo. En 1913, al incorporarse 
los “intelectuales urbanos”, entre ellos y principalmente Díaz 
Soto y Gama, el movimiento sureño “dio un salto cualitativo en 

30 Espejel, Laura. Emiliano Zapata. Antología, pp. 287 y 288.
31 Meléndez, José T., Historia de la Revolución Mexicana, p. 232.
32 Ibidem, p. 233.
33 Camacho, César; Cienfuegos, David, La Soberana Convención Revolucionaria de 
Aguascalientes, pp. 212 y 213.
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la libertad muniCipal considerada como el preliminar forzoso de 
la democracia1.

A cada paso se nos habla del pueblo; con frecuencia se nos 
hace creer en la libertad.

¡El pueblo!, sres. sinodales, ¡el pueblo! Concepto grande, pala-
bra mágica, pero palabra hueca: tiene brillo, el brillo del oropel, 
pero le falta el fondo, porque es ilusión y es mentira para nues-
tra Patria.

¡La libertad! Ideal augusto, aspiración gigante; pero al fin 
aspiración é ideal ambos lejanos, ambos burlados y ambos por 
hoy impracticables.

Buscamos anhelosos al pueblo soberano, y no lo hallamos, 
porque en vez de él la experiencia descarnada nos presenta ma-
sas imbéciles y tiranías insolentadas.

Queremos á la libertad imperante, porque es el consuelo de 
nuestra juventud y la satisfacción de una sed insaciable; y, al que-
rerla alcanzar, la libertad se nos escapa, como al despertar huye 
de nosotros la visión que en plácido sueño nos embelesaba.

nuestros Constituyentes, hombres de epopeya, y nuestra 
Constitución, obra de genios, olvidaron la base del progreso po-
lítico y echaron en saco roto la experiencia de los siglos.

Soñaron con la libertad, y quisieron improvisarla en un 
segundo con un artículo del decreto y con un debate de parla-
mento; acariciaron la idea del progreso y pretendieron crearlo á 
saltos, saltando de la inercia embrutecedora del virreinato á la 
majestuosa agitación de la república demócrata.

Bueno es que queramos ser grandes, pero es preciso que 
aprendamos á serlo, para que tengamos el derecho de serlo.
1 Salvo algunas adiciones y una que otra modificación, asta (sic) tesis es el mismo dis-
curso que tuve el honor de leer en la penúltima sesión del Primer Congreso Liberal.

Breves consideraciones sobre la 
importancia del municipio
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Tan absurdo es imponer la democracia á un pueblo de rudos 
esclavos o de hombres indiferentes, como imponer á viva fuerza 
los dogmas de una religión de Estado. La libertad no se decreta, 
como no se decreta la existencia de Dios.

Ridículo fue que Robespierre, con aberración que espanta, 
ordenase por una ley la creencia en el Sér (sic) Supremo; y que 
Saint Just, con barbaridad increíble, pusiese la virtud á la orden 
del día. En vano ha sido también que el liberalismo y el amor á 
la democracia se declaren un deber de los mexicanos.

La evolución de las sociedades tiene sus leyes, y una de ellas 
es que todo viene á su tiempo y sazón, que nada ha de anticiparse 
á su momento histórico.

Los progresos sólidos requieren una preparación dilatada 
y laboriosa; del tal suerte, que los pueblos no ganan una sola 
etapa en la carrera de la civilización, si no es á costa de la más 
tenaz perseverancia, del ejercicio continuado de la voluntad y 
de una metamórfosis (sic) consiguiente en sus tendencias y en 
sus hábitos.

Es propio de visionarios suponer que en un momento y por 
obra de magia se haga demócrata un pueblo que, cuando no es 
analfabeta, es indiferente y es apático, y más se interesa por una 
corrida de Mazzantini que por el triunfo de una candidatura pre-
sidencial, y con más cuidado y con mayor avidez atiende a la des-
membración de la China ó á la coronación fastuosa de Eduardo 
VII, que al problema pavoroso de la absorción norteamericana ó á 
la crítica de esa colosal mentira que hace aparecer como benéfica 
una paz, cómoda sí y en extremo confortable, pero que envilece 
al pueblo, corrompe á los magistrados, sanciona las vejaciones 
judiciales y bajo el amparo de la ley y de la autoridad permite la 
explotación y el despojo del que es pobre, del que es débil, del que 
carece de influencia, por quien es opulento, por quien es magna-
te, por quien goza de la protección del poder ó de la amistad de 
un funcionario complaciente.

Siempre será quimérico pensar que, por efecto de las leyes, 
de declamaciones ó de instituciones teóricamente planteadas, se 
conviertan en ciudadanos esos hombres que, si de jóvenes sólo 
se ocupan en noviazgos enfermizos ó en báquicas aventuras, al 
llegar á la madurez buscan sólo tener repleto el bolsillo é im-
presionado sabrosamente el paladar, y al ser viejos, no hallan 

mejor ni más útil entretenimiento que dedicarse á rezar por la 
salvación de su alma.

Mal puede infiltrarse el espíritu público en séres (sic) cuya 
ocupación y cuidado predilectos son, unas veces, la cantina, el 
billar, la tanda ó la cita amorosa; ó á la imversa (sic), la com-
binación financiera que ha de procurarles una talega más de 
pesos ó una dosis más de comodidades; ó también, y con fre-
cuencia, la combinación política, sucia mixtura de humillacio-
nes y de halagos, que ha de acarrearles, para el hijo mayor, un 
empleo lucrativo, pero infamante; para sí mismos, una curul 
grotesca y soporífera; y para sí mismos, para sus hijos, para 
su familia y para su nombre, el deshonor social, la vergüenza 
eterna y el más soberano desdén de los hombres dignos y de los 
hombres honrados.

Tenemos que destruir y tenemos que crear; que destruir los 
malos hábitos arraigados en la política, para substituirlos por 
otros que sean propios para devolver la salud á lo que hoy es 
podredumbre y asco.

Para decirlo con una sola palabra: hay que cambiar nuestro 
modo de ser nacional.

Tarea es ésta más difícil que el aniquilamiento del fanatis-
mo, ó que el decantado y alharaquiento triunfo de que la admi-
nistración actual tanto se jacta, sobre el espíritu de sedición y 
de desorden. Para lo uno, para acabar con el fanatismo, basta 
con propagar las sanas enseñanzas, basta instruir y predicar; 
para lo otro, para quitar del pueblo el gusto por la revolución 
armada y extirpar la raza de los transtornadores de oficio, bas-
ta con crear poderosos intereses, que se opongan á cualquier 
intentona y á cualquier golpe de mano que pudiese compro-
meterlos, y con ellos poner en peligro la riqueza y el bienestar 
de la nación.

Pero operar un progreso en las costumbres políticas, exige 
más profundas modificaciones y labor más delicada. Se trata de 
cambiar el carácter nacional; el carácter nacional, sres. Sinoda-
les, es decir, el conjunto de tendencias las más íntimas, de hábi-
tos los más arraigados y de preocupaciones las más robustas y 
las más temibles.

Reemplazar la creencia en el gobierno-providencia y en el 
pueblo-juguete, por la creencia en el gobierno-servidor y en el 
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pueblo-amo; substituir la costumbre de ver la cosa pública 
como cosa ajena, por la virtud de ver la cosa pública como cosa 
propia, el bien de todos como un deber de cada uno, y los in-
tereses sociales ó las cuestiones políticas como un programa y 
una misión para todos los individuos; olvidarse de los hombres 
necesarios, para ver de conseguir la salvación de los principios: 
son cosas todas que no han de hacerse con la misma rapidez 
con que algunos hombres públicos se enriquecen, ni con la 
misma facilidad con que una política recelosa ha amordazado 
y continúa amordazando á la prensa.

Hay que llevar el progreso hasta lo íntimo del alma nacio-
nal: crear virtudes ahí donde hay vicios; crear fuerzas ahí donde 
impera como dueña y soberana la inercia; é iniciar valentías y 
provocar protestas, ahí donde sólo existe el miedo al que manda, 
y la aprobación ignominiosa, incondicional y miserable de esa 
infame teoría que justifica el asesinato porque la razón de esta-
do lo exige, y santifica cualquier hecho consumado, por bárbaro 
que sea, porque lo consumó el hombre necesario.

Doctrina inicua, sres. Sinodales, aberración infame; pero, por 
desgracia, imperante en la conciencia popular y señora absoluta 
del criterio público.

La providencia llamada gobierno habla, y no hay más que 
acatar su divino mandato; la infabilidad (sic) presidencia re-
suelve, y ante talento tan inmenso, ha de callar la opinión, ha de 
eclipsarse la justicia, y la libertad ha de huir, avergonzada de su 
miseria y convencida de lo pernicioso de su influjo.

La conciencia nacional está corrompida, la opinión está en-
ferma de cesarismo, y para limpiarla y para curarla se necesita 
una labor de titanes y un progreso que no se hace en un día ni 
se realiza con los candentes artículos de un periódico ó con las 
frases fulgurantes del tribuno.

Las virtudes son para nuestra época ridículas y poco prácti-
cas, buenas para deleitar á nuestros abuelos y para volver locos 
a los Constituyentes, pero indignas de ser tomadas á lo serio 
por el hombre de negocios que comprende á las mil maravi-
llas las alzas y bajas de los valores nacionales, ó por el hombre 
científico que ha leído los editoriales de El Mundo, ó ha tenido 
la dicha de empaparse en las magistrales teorías de los redac-
tores de El Imparcial.

Para ellos, y por lo tanto, para la gran mayoría, la Constitu-
ción es un mito, ó más bien, un estorbo; la democracia y sus lo-
cas pretensiones, un enigma, un recuerdo, á lo sumo, de los erro-
res de nuestros antepasados, una reliquia que nos dejó el infantil 
candor de nuestros héroes.

El espíritu público –ese titán– ha muerto; y el civismo –esa 
virtud de los pueblos grandes– es hoy objeto de conmiseración 
y de mofa por parte de los amigos del poder [enemigos, por tan-
to, de la libertad]. En una palabra, la vitalidad popular no existe, 
la dignidad popular es un recuerdo.

Existe, sí, dominándolo todo, la omnipotencia de un caudillo, 
elevado al cómodo rango de venerable ídolo por la desvergüen-
za de algunos palaciegos y por la admiración estúpida de un 
pueblo que no sabe leer en el porvenir y se contenta con las sor-
presas de un presente inesperado y deslumbrador; de un presen-
te que aturde sí con la barahunda de los negocios y absorbe con 
la ansiedad de la competencia, pero para olvidar un problema 
insoluto, para dejar en pie una incógnita tremenda, para abru-
marnos más tarde, cuando los hechos se hayan echado sobre no-
sotros, con una pregunta que nadie se ha ocupado en contestar, 
ni el gobierno con su sabiduría, ni los científicos con su charla: 
¿qué será de la Patria, cuando muera el caudillo? ¿Qué será de 
nosotros, cuando el sajón tenga á bien presentarse reclamando 
su presa, la fácil y codiciada presa que nuestro pueblo ofrece á 
su ambición inagotable?

Tenemos sólo un patriotismo –y ése no basta– el que por ca-
lles y plazas se desborda los días 15 y 16 de septiembre, tradu-
ciéndose por gritería desenfrenada y declamación que aturde, 
para dormitar inconmovible el resto de año, sin que sea parte 
á despertarlo el acicate del soldado que furiosamente golpea 
sobre él, ni la mofa de todos los instantes que á la democracia 
levanta la vocinglería implacable de los cortesanos.

Las fuerzas vitales, los factores de la rehabilitación social; es-
píritu público, civismo, culto idolátrico á la libertad, indeficien-
te amor á las garantías del individuo y á las prerrogativas del 
ciudadano; sentimientos y convicciones; tendencias y hábitos; 
todo está por crear, todo está por venir, y nada hay hecho.

Hace falta el “fiat lux” de la democracia, y este verbo creador 
no se encarna todavía en individuo ni en agrupación ni en ins-
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titución alguna. Es fuerza que esto acabe, y para ello –hay que 
repetirlo sin descanso– á la institución municipal, á ese grupo 
de casas y á ese pequeño grupo de habitantes que tan desdeño-
samente se llama “la comuna”, está encomendado hacer brotar 
de la masa caótica de las muchedumbres el hálito creador de la 
regeneración política. Los mexicanos que tenemos fe, porque te-
nemos patriotismo, esperamos ese paso gigante y anunciamos 
con la confianza del apóstol, que algún día será libre el pueblo 
que ha sabido ser heroico.

no es una ilusión, es el empuje de la verdad demostrada, es 
el convencimiento sólido que da la experiencia ya adquirida, lo 
que nos faculta para augurar una redención y para prever una 
reforma. Al municipio está reservada la gloria de la iniciación, 
el mérito del primer impulso.

Así podemos decirlo, apoyados en la experiencia de los siglos 
que preceden al nuestro.

Para desarrollar esas virtudes cívicas que no existen, ó que 
si existen, lo es, sin duda, en el estado embrionario, se necesita 
una gimnasia asidua de todas las energías nacionales, que no se 
logrará ciertamente con declamaciones y lirismos, ni siquiera 
con propagandas ruidosas, pero estériles. Algo más es preciso, 
y este complemento del que no puede prescindirse, es la aplica-
ción práctica de aquellas enseñanzas, el ejercicio práctico de los 
derechos políticos.

La experiencia, y no la declamación, es la que ha de salvar al 
país, enseñándolo a ser libre.

Pronto pasa el recuerdo de lo que se aprendió de memoria ó 
de lo que en cierta ocasión se oyó de boca del orador inspirado. 
Lo que nunca se olvida, es la contusión dolorosa que por travie-
sos sufrimos siendo niños, ó el lamentable fiasco que nuestra 
imprevisión ó atolondramiento nos ha ocasionado siendo ya 
hombres.

En política acontece igual cosa. A la Francia nunca se le ol-
vidará la experiencia del papel moneda, ni á la España los serios 
inconvenientes de martirizar a las colonias. Más aprendió la 
Europa con los horrores del feudalismo ó con los excesos de 
la monarquía absoluta, que con todas las obras de los enciclope-
distas y con todos los soberbios discursos pronunciados en sus 
parlamentos.

El espíritu público sólo se mantiene exaltado y alerta por el 
continuo ejercicio y la aplicación constante á todos los detalles 
de la vida nacional: hay que agitarlo incesantemente, hay que 
sacudir su pereza, porque si hay inercia en el movimiento, tam-
bién la hay, y mucho, y mucho más temible, en el reposo.

Me diréis que todo eso es una perspectiva seductora, pero, por 
desgracia, muy lejana; un desideratum imposible, que nuestros 
gobernantes, presentes y futuros, tendrán siempre buen cui-
dado de colocar muy por encima de nuestro alcance. Sobrada 
razón tendréis si os referís, por ejemplo, á las elecciones de alta 
categoría, á las elecciones para diputados, para Gobernador ó 
para Presidente; pero no así, si tratáis con idéntico pesimismo á 
las elecciones municipales.

Éstas son más asequibles al pueblo, no ya sólo por ser direc-
tas, substrayéndose así á la falsificación del voto popular, siem-
pre posible por medio de los electores de distrito, sino también 
porque no es muy grande el interés, y por consiguiente, la in-
fluencia, que en ellas ponen en juego los gobiernos autocráticos.

Quisiera yo ver, por lo mismo, al ciudadano de mi Patria ab-
sorbido por el cuidado constante de los intereses propios de su 
ciudad natal, preocupándose vivamente por la suerte del lugar 
en que pasó su niñez, reside su familia y radican sus bienes de 
fortuna; de la ciudad ó del villorrio en que tiene hogar, ami-
gos, recuerdos y afectos; y consagrando preferente parte de su 
tiempo y abundante serie de sus esfuerzos al fomento de inte-
reses que son suyos, porque suya es la escuela donde aprenden 
sus hijos, suya la biblioteca en que cultiva su intelecto, y suyo 
también, desde la vía pública que á todas horas transita, hasta la 
atmósfera, mefítica ó salubre, que sus pulmones de un modo in-
cesante aspiran, y de un modo inevitable obra en su organismo, 
en su salud, en su vigor, en su bienestar.

y no creo remota esa época, ni aventurado ese presagio; pues 
precisamente porque veo que el egoísmo es hoy el elemento 
moral que por todas partes triunfa, y el deseo de la propia co-
modidad, el gran móvil que dirige y domina todos los actos, por 
eso pienso y por eso espero que no estará lejano el día en que ese 
egoísmo, transformándose en interés bien entendido, arrastre al 
ciudadano á la urna electoral de su municipio, á la vez que lo 
empuje á vigilar ó á ilustrar los debates que han de ejercer deci-
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siva influencia sobre las comodidades de su propia vida: sobre 
el recreo de los domingos del mismo modo que sobre la salud de 
sus hijos, y sobre la seguridad de su persona lo mismo que sobre 
su cultura moral.

Para acabar con el egoísmo hay que contemporizar con él, 
adoptar sus procedimientos y hacerle concesiones. Es imposi-
ble generalizar de un golpe sentimientos que, por efecto de una 
educación viciosa que ha durado siglos y ha logrado infectar 
toda una raza, se hallan circunscritos al mezquino campo de 
una individualidad acomodaticia, ó cuando más, pero no siem-
pre, al reducido espacio del hogar doméstico, muy apacible, 
muy agradable, lleno de embelesos y de primores, pero que al 
fin y al cabo sólo puede satisfacer plenamente á quienes pien-
sen en dar una organización dulcemente patriarcal á nuestras 
sociedades modernas.

Pero, si es candor notorio decorar con el título y los derechos 
de ciudadanos á nuestros hombres de hogar ó á nuestros siba-
ritas incorregibles, nos vemos en la precisión de adaptarnos á 
nuestro modo de ser social, y conformándonos con los recursos 
y elementos que éste nos ofrece, inaugurar la evolución que es 
fuerza se opere en el seno de nuestro organismo político.

Para esto, hay que comenzar con lo que más vivamente im-
presiona al individuo, por aquello que lo afecte más de cerca, por 
lo que de un modo incesante lo asedie y lo obsesione. y esto es, 
sres. Sinodales, en la esfera política, es el municipio.

Todos los hombres, con excepción rarísima, aman á su ciu-
dad natal; todos los hombres, sin excepción ninguna, tienen in-
tereses vinculados en la ciudad en que viven, ó en la aldea en que 
vegetan. Ahí tienen su familia, sus amigos más caros, sus afectos 
más vivos, los recuerdos mejor grabados en el fondo del alma; 
todo lo que ahí ocurra, importa para ellos un peligro, un dolor, 
una pérdida, ó bien, un triunfo, un progreso ó un goce.

La quiebra de tal casa mercantil, la apertura de aquella otra, 
el alumbrado de las calles, la salubridad de los arrabales, has-
ta el chisme de vecindad ó el asunto escandaloso, tienen para 
ellos, para los habitantes de ese pequeño mundo que se llama 
la gran ciudad ó el humilde caserío, el atractivo de lo inmedia-
to, de lo tangible, de lo que está próximo y puede palparse; el 

interés de lo que hiere á la propia persona y á cuanto de cerca 
la rodea.

¿Qué tiene, pues, de extraño que el vecino se interese por 
lo que pasa en la puerta de su casa ó á dos cuadras de la ca-
lle en que vive? ¿Tendría algo de raro ó de insólito el que esos 
ciudadanos, esos vecinos, se preocuparan grandemente por la 
acertada designación de los hombres que han de decidir los 
destinos de su aldea, y con ellos, de la suerte de sus moradores?

¿Pugnará con el egoismo (sic) esa participación del individuo 
en negocios que en alto grado le interesan, en asuntos que di-
rectamente atañen á lo que más quiere, su familia, su salud, su 
prosperidad como comerciante ó su éxito como profesionista?

no creo esto ensueño, y sí lo juzgo sobremanera practicable 
y, por añadidura, eminentemente fructífero; porque conozco á 
estos ensayos de régimen representativo, á estas tentativas de 
gobierno libre, dos ventajas á cual más entendibles: es la pri-
mera, que proporcionan un ejercicio práctico y preparatorio de 
derechos y deberes políticos, que no se aprecian en su alto valor 
ni se aprenden á venerar con el entusiasmo debido, sino cuando 
la experiencia hace ver que ejercerlos y cumplirlos es causa de 
prosperidad y motivo de íntimo contentamiento, así como ol-
vidarlos ó infringirlos, es fuente de males harto lamentables y 
orígen (sic) de vergüenza inextinguible.

Veo al mismo tiempo con la intuición de las grandes verda-
des, que esos ejercicios, esas tentativas y esos ensayos revisten 
la cualidad preciosa y, bajo ningún concepto en esta materia, 
despreciable, de que la libertad restañara ahí por sí sola y sin 
complicaciones graves ni accidentes duraderos, las heridas 
que ella misma, por imprevisión ó por inexperiencia, alguna 
vez cause. Un fracaso, una catástrofe, una aberración no cau-
sarán ahí los formidables estragos que un error de esa clase 
ocasiona en la vasta esfera de un Estado. Una equivocación 
sobre cuál sea el mejor alumbrado público, ó un mal cálculo 
sobre el drenaje, no causarán ciertamente los mismos grandes 
desastres que en nuestro país provocó el famoso y malhadado 
níquel, ó la ruina irreparable que para nuestro pobre Estado ha 
atraído el Empréstito Díez Gutiérrez ó un retardo culpable en 
la construcción de una presa.
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En una palabra, la práctica juiciosa de las libertades munici-
pales permite adquirir experiencia á poco costo en el escabroso 
campo, por nosotros los mexicanos nunca ó muy pocas veces re-
corrido, de las peripecias y de las luchas democráticas; pues casi 
siempre permite reparar sin gran sacrificio los errores en que 
por fuerza incurre la humanidad imperfecta, y reponerse con 
relativa facilidad de descalabros inevitables y siempre temibles.

Todavía más: esa gimnasia política con tenacidad y buen 
criterio ejercitada, puede darnos, en vez de esa falange de revo-
lucionarios que llevaban la desolación por norma y la anarquía 
por principio, un selecto grupo de políticos sensatos, empapa-
dos en las ideas del orden verdadero y de la verdadera libertad, 
cuya escuela haya sido, no el campo de exploración de la gue-
rrilla, ó la tribuna bamboleante del demagogo epiléptico, sino 
el tranquilo recinto de su ciudad natal ó el severo, majestuoso 
salón de cabildos de su aldea.

nuestra época, la que busca la verdad práctica y no la ver-
dad metafísica, no ha de ser ciertamente la que prohije el de-
plorable error que en todas nuestras leyes constitucionales 
palpita; el error de suponer que un pueblo, habituado sólo á 
la rebelión y al desorden –como antes lo estaba–, ó afeminado 
por el temor y envilecido por el servilismo –como hoy lo está–, 
pueda con discernimiento elegir á los hombres aptos para regir 
sus destinos; siendo así que, cuando no se acomoda, temblando 
á la intriga oficial, se deja guiar por la voz de un embaucador 
atrevido, ó, si no, por la pasión del día, por la emoción del mo-
mento presente.

nuestro pueblo, ineducado para todo, pero principalmente 
para la política, carece de criterio para distinguir á los hombres 
realmente benéficos para el país, de aquellos ambiciosos que 
han de explotarlo y esquilmarlo en nombre del más puro pa-
triotismo y con el pretexto innoble de la razón de Estado.

El pueblo mexicano es incapaz de elegir convenientemente 
á sus altos funcionarios, no sabe elegirlos; porque en vez de que 
se le preparara para la libertad, desde hace algunos años, ha sido 
educado para la obediencia ciega, ó haciéndole mucho favor, 
para prodigar tempestades de aplausos y envolver en nubes de 
lisonja al poderoso y al tirano.

Hay que iniciar la verdadera educación, una educación sana 
y patriota, y para ello la prudencia y la razón exigen que nos 
contentemos con enseñar á las masas lo que por hoy es posible 
que aprendan. Son incapaces de señalar al hombre cuyos dotes 
excepcionales lo hagan digno de la Suprema Magistratura de la 
República; pero en poco tiempo y bajo el influjo de atinadas en-
señanzas, podrán conocer al hombre que mejor ha de fomentar 
los intereses municipales de su aldea, que con mayor solicitud 
agitará la terminación de un mercado ó con más fecunda inicia-
tiva mejorará el sistema de canalización de un lugar.

Quiero, pues, la evolución en la libertad para evitar que, des-
ilusionados por los efectos desastrosos de una festinación por 
demás imprudente, por huir del sangriento espectro de la locura 
revolucionaria, nos arrojemos, como nos hemos arrojado, en las 
fauces cien veces malditas, de una tiranía absorbente, de ese mi-
litarismo que deglute todos los derechos y machaca ferozmente 
todas las libertades.

no me satisface una libertad atolondrada y claudicante que 
á cada paso vaya dando traspiés para escarnio de los ideales, 
sino una libertad serena, augusta, que se haga respetar de sus 
detractores, que encuentre un escarmiento para cada déspota, 
una venganza para cada vejación del pueblo, y un triunfo y una 
satisfacción para todas las aspiraciones de la Patria, para todas 
las nobles ansias del derecho.

Sumario

El progreso político es posible, pero, además de que debe ser 
gradual, ha de cimentarse sobre sólidas bases. El punto de par-
tida debe ser la educación adecuada de las masas; pues sabido 
es que se hacen las leyes para los pueblos, y no los pueblos para 
las leyes. Primero se cambian los hombres, para aspirar des-
pués á un cambio radical en las cosas. no basta la propaganda 
declamatoria y puramente teórica, ni es posible improvisar la 
democracia con hombres, llenos sí de erudición y poseedores 
de vastos conocimientos, pero que nunca han aplicado la una 
á las realidades de la vida política, ni practicado los otros en el 
campo experimental. Hacen falta ensayos de régimen repre-
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Manifiesto a la nación

1

después de maduro estudio y prolongados debates, en que vi-
bró la noble pasión del revolucionario y atronó al ambiente 
la protesta colérica del derecho conculcado, que fue a chocar 
con la inevitable resistencia de los viejos prejuicios, para hacer 
triunfar a la postre la idea regeneradora y fecunda, la Soberana 
Convención Revolucionaria presenta al país, como fruto de sus 
labores, el adjunto Programa de Reformas Sociales y Políticas.

En él descuella como principio el más alto y el más hermoso, 
la devolución de tierras a los despojados y el reparto de las ha-
ciendas y de los ejidos entre los que quieran hacerlos producir 
con el esfuerzo de su brazo.

nada más grande, ni más trascendental para la Revolución, 
que la cuestión agraria, base y finalidad suprema del movi-
miento libertador, que, iniciado en 1910, ha sido ya dos veces 
traicionado: la primera, por el maderismo, que fue fácil en olvi-
dar sus promesas; y la segunda, por la funesta facción de Venus-
tiano Carranza, que después de repetidos alardes de radicalis-
mo, de pureza y de intransigencia, ha degenerado en una forma 
absurda de la reacción, en un pacto oprobioso e increíble con los 
grandes poseedores de tierras.

Combatir a esos poderosos terratenientes, verdaderos seño-
res feudales que en nuestro país han sobrevivido, a despecho 
de la civilización y a la retaguardia del progreso; emancipar al 
campesino, elevándolo de la humillante situación de esclavo 
1 Manifiesto a la nación y Programa de Reformas Político-Sociales de la Revolución 
aprobado por la Soberana Convención Revolucionaria, en Jojutla, Morelos.
Recopilación: Graziella Altamirano y Guadalupe Villa, La Revolución Mexicana: 
textos de su historia, México: Instituto de Investigaciones Dr. José Ma. Luis Mora, 1985, 
vol. III, pp. 427-438.

sentativo, tentativas de gobierno libre, y en esta materia y para 
este fin, lo más asequible, lo menos peligroso, lo que mejor se 
presta á reponerse sin gran sacrificio de los fracasos y á adquirir 
experiencia á poco costo, es la ingerencia del pueblo en la vida 
municipal, es el municipio fundado sobre la práctica positiva 
del libre sufragio. Lo demás es sueño y es quimera, es prematuro 
y es hoy por hoy impracticable. Con el tiempo vendrán otros 
progresos y seriamente podrá pensarse en el reinado de la de-
mocracia.

San Luis Potosí, febrero de 1901.
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de la hacienda, a la alta categoría de hombre libre, ennoblecido 
por el trabajo remunerador y empujado hacia adelante por el 
mayor ideal y el afán del mejoramiento; crear, en una palabra, 
una nación de hombres dignos, de ciudadanos encariñados 
con el trabajo, amantes del terruño, deseosos de ilustrarse y de 
abrir a sus hijos amplios horizontes de progreso; tales son las 
finalidades que persigue esta gran Revolución, santificada por 
el sacrificio de tantos mártires y amada con ferviente entusias-
mo por todos los que piensan y saben sentir.

El hacendado se había constituido en el acaparador de to-
dos los recursos naturales (tierras, aguas, canteras, bosques, 
plantíos, producciones de toda especie); era el señor de horca 
y cuchillo, que disponía a su capricho de la existencia de sus 
vasallos, el magnate todopoderoso que manejaba jueces y go-
bernadores, el sibarita sin escrúpulos, que derrochaba en lu-
panares, francachelas y orgías, el producto del trabajo de sus 
jornaleros; era el parásito que nada producía; era un rodaje 
inútil y estorboso en la máquina social, un cáncer roedor en 
el organismo del pueblo, una úlcera que agotaba lentamente 
la vitalidad nacional.

De allí que la Revolución no transija con el latifundista. 
Acepta de buen grado al industrial, al comerciante, al minero, al 
hombre de negocios, a todos los elementos activos y emprende-
dores que abren nuevas vías a la industria y proporcionan tra-
bajo a grandes grupos de obreros, que algún día, con su propio 
esfuerzo, han de crear a su vez la humanidad del futuro.

Pero al hacendado, el monopolizador de las tierras, el usur-
pador de las riquezas naturales, el creador de la miseria nacio-
nal, el infame negrero que trata a los hombres como bestias de 
trabajo; al hacendado, ser improductivo y ocioso, no lo tolera la 
Revolución. Contra él es la lucha, contra él va dirigida la intran-
sigencia: para destruirlo y aniquilarlo se ha hecho la Revolución. 

El programa de ésta es, por lo mismo, bien sencillo: guerra a 
muerte al hacendado; ampliar garantías para todas las demás 
clases de la sociedad.

Pero aquí cabe una salvedad. Como los gobiernos anterio-
res, el de Díaz y el de Huerta especialmente, fueron parciales 
en favor del poderoso y extorsionaron y dejaron sin sostén al 
trabajador –al obrero, al hombre humilde–, la Revolución otor-

gará a éstos, a los de abajo –a los que luchan en condiciones de 
notoria desigualdad–, una protección especial, la que necesi-
tan y merecen los débiles. Por lo tanto, les garantizará amplia 
y cumplidamente sus libertades de asociación, de huelga y de 
boicotaje; acudirá en su ayuda con leyes justicieras que aseguren 
sus derechos en el caso de accidentes ocurridos en el trabajo, le 
proporcionen pensiones de retiro en los casos de ancianidad o 
agotamiento prematuro, y con medidas oportunas eviten la in-
salubridad en los talleres, las catástrofes en las minas, las explo-
siones en las fábricas, los mil y mil peligros que asedian la vida 
del trabajador. Todo esto y más, hará el gobierno revoluciona-
rio, en acatamiento a los derechos de la clase trabajadora, cuyas 
necesidades y problemas le preocupan tanto, como interesan y 
hacen pensar a los filántropos y a los hombres de estudio de Eu-
ropa y de América.

En interés del desarrollo manufacturero y mercantil y para 
el fomento de industrias tan importantes como la petrolera y 
la minera, el Programa contiene numerosas disposiciones, en-
caminadas todas ellas a la protección de los interese legítimos, 
pero dejando siempre a salvo el derecho supremo de la colectivi-
dad, las conveniencias y las necesidades de las mayorías.

El Programa atiende también las exigencias de la educación 
popular, tan descuidada hasta hoy, así como las relativas al me-
joramiento del ramo de la justicia, tan corrompido como desor-
ganizado bajo los regímenes anteriores. no se olvida tampoco, y 
sí dedica especial estudio a las urgentes reformas que son indis-
pensables en materia hacendaria.

Las reformas políticas que el Programa contiene, especial-
mente la independencia de los municipios, el voto directo y la 
supresión de la Vicepresidencia, del Senado y de las Jefaturas Po-
líticas, se definen por sí solas y no necesitan mayor explicación.

nuestras tendencias, como se ve, son bien diversas de las 
que animan a la facción carrancista. Ésta ataca la libertad de 
cultos y las creencias religiosas, y nosotros las respetamos pro-
fundamente, lo mismo en la persona de los católicos que en la 
de los protestantes, los libre-pensadores, los mahometanos y 
los budistas.

El carrancismo arrasa hogares, incendia, viola doncellas, 
destruye sembrados, se apodera de las cosechas, fusila o deporta 
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a los neutrales y a la gente pacífica, comete atentados contra la 
libertad de comercio, y en todo y por todo deja ver una incurable 
propensión a la destrucción y al saqueo.

nosotros procuramos ante todo dar garantías a las pobla-
ciones, respetamos al comercio, repartimos tierras, fomenta-
mos su cultivo y establecemos en la zona revolucionaria cajas 
rurales para el beneficio de la agricultura. Procuramos reedi-
ficar y no destruir; dar trabajo al pueblo, en vez de robarle sus 
cosechas; preparar el porvenir, en vez de retrogradar a las peo-
res épocas del pasado.

El carrancismo, para sostenerse, ocurre al apoyo de un go-
bierno extranjero y contrae con él bochornosos compromisos. El 
gobierno Convencionista está libre de ese oprobio; él no vende a 
la Patria ni pacta convenios para la invasión del país por tropas 
norteamericanas, como acaba de hacerlo el carrancismo, con un 
impudor hasta hoy desconocido en la historia de México.

Debemos decirlo muy alto: nosotros contamos con la fuer-
za de nuestro derecho y con el apoyo de la opinión nacional; 
nuestro triunfo no estará manchado ni con la traición ni con 
la infamia. Las efímeras victorias de nuestros enemigos, las de-
ben a su impúdica alianza con mister Wilson, a las armas y 
el parque que éste les envía, a la protección que concede a sus 
fuerzas, para que entren y salgan por el territorio americano.

El triunfo final será de nosotros, porque con nosotros está el 
pueblo, están las multitudes sufrientes, está la noble raza indí-
gena, cuya salvación está vinculada con el problema de la tierra.

nosotros repartimos las haciendas entre los campesinos; las 
carrancistas las devuelven a los hacendados y se unen con ellos 
para combatir a los que piden pan y tierras.

El carrancismo es dos veces traidor; traidor, porque ha ven-
dido a la Patria; traidor, porque se ha vendido a los hacendados.

Carranza, Wilson y los grandes terratenientes son, pues, los 
enemigos que el pueblo mexicano tiene que vencer.

A esa gran lucha lo invita la Convención Revolucionaria. 

Jojutla, 18 de abril de 1916.

Cuestión agraria

la revoluCión propone realizar las siguientes reformas:
Artículo 1. Destruir el latifundismo, crear la pequeña pro-

piedad y proporcionar a cada mexicano que lo solicite la ex-
tensión de terreno que sea bastante para subvenir a sus nece-
sidades y a las de su familia, en el concepto de que se dará la 
preferencia a los campesinos.

Artículo 2. Devolver a los pueblos los ejidos y las aguas de 
que han sido despojados, y dotar de ellos a las poblaciones que, 
necesitándolos, no los tengan o los posean en cantidad insufi-
ciente para sus necesidades.

Artículo 3. Fomentar la agricultura, fundando bancos agrí-
colas que provean de fondos a los agricultores en pequeño, e 
invirtiendo en trabajos de irrigación, plantío de bosques, vías 
de comunicación y en cualquiera otra clase de obras de mejora-
miento agrícola todas las sumas necesarias, a fin de que nuestro 
suelo produzca las riquezas de que es capaz.

Artículo 4. Fomentar el establecimiento de escuelas regiona-
les de agricultura y de estaciones agrícolas de experimentación 
para la enseñanza y aplicación de los mejores métodos de cultivo.

Artículo 5. Facultar al Gobierno federal para expropiar bie-
nes raíces, sobre la base del valor actualmente manifestado al 
Fisco por los propietarios respectivos, y una vez consumada 
la reforma agraria, adoptar como base para la expropiación, el 
valor fiscal que resulte de la última manifestación que hayan 
hecho los interesados. En uno y en otro caso se concederá acción 
popular para denunciar las propiedades mal valorizadas.

Programa de reformas 
político-sociales de la Soberana 

Convención Revolucionaria
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Cuestión obrera

Artículo 6. Precaver de la miseria y del futuro agotamiento a los 
trabajadores, por medio de oportunas reformas sociales y econó-
micas, como son: una educación moralizadora, leyes sobre acci-
dentes del trabajo y pensiones de retiro, reglamentación de las ho-
ras de labor, disposiciones que garanticen la higiene y seguridad 
en los talleres, fábricas y minas, y en general por medio de una 
legislación que haga menos cruel la explotación del proletariado. 

Artículo 7. Reconocer personalidad jurídica a las uniones y
sociedades de obreros, para que los empresarios, capitalistas 
y patrones tengan que tratar con fuertes y bien organizadas unio-
nes de trabajadores, y no con el operario aislado e indefenso.

Artículo 8. Dar garantías a los trabajadores, reconociéndoles 
el derecho de huelga y el de boicotaje.

Artículo 9. Suprimir las tiendas de raya, el sistema de vales 
para el pago del jornal, en todas las negociaciones de la República.

Reformas sociales

Artículo 10. Proteger a los hijos naturales y a las mujeres que 
sean víctimas de la seducción masculina, por medio de leyes 
que les reconozcan, amplios derechos y sancionen la investi-
gación de la paternidad.

Artículo 11. Favorecer la emancipación de la mujer por me-
dio de una juiciosa ley sobre el divorcio, que cimente la unión 
conyugal sobre la mutua estimación o el amor, y no sobre las 
mezquindades del prejuicio social. 

Reformas administrativas

Artículo 12. Atender a las ingentes necesidades de educación e 
instrucción laica que se hacen sentir en nuestro medio, y a este 
fin realizar las siguientes reformas:

I. Establecer, con fondos federales, escuelas rudimentarias 
en todos los lugares de la República adonde no lleguen ac-
tualmente los beneficios de la instrucción, sin perjuicio de 

que los Estados y los Municipios sigan fomentando los que 
de ellos dependan.

II. Exigir que en los institutos de enseñanza primaria se de-
dique mayor tiempo a la cultura física, y a los trabajos ma-
nuales y de instrucción práctica.

III. Fundar escuelas normales en cada Estado, o regionales 
donde se necesiten.

IV. Elevar la remuneración y consideración del profesorado.

Artículo 13. Emancipar la Universidad nacional.
Artículo 14. Dar preferencia, en la instrucción superior, a la 

enseñanza de las artes manuales y aplicaciones industriales de 
la ciencia, sobre el estudio y fomento de las profesiones llama-
das liberales.

Artículo 15. Fomentar las reformas que con urgencia recla-
ma el derecho común, de acuerdo con las necesidades sociales 
y económicas del país; modificar los códigos en ese sentido y 
suprimir toda embarazosa tramitación para hacer expedita 
y eficaz la administración de justicia, a fin de evitar que en ella 
encuentren apoyo los litigantes de mala fe.

Artículo 16. Establecer procedimientos especiales que permi-
tan a los artesanos, obreros y empleados el rápido y eficaz cobro 
del valor de su trabajo.

Artículo 17. Evitar la creación de toda clase de monopolios, 
destruir los ya existentes y revisar las leyes y concesiones que 
los protejan.

Artículo 18. Reformar la legislación sobre sociedades anóni-
mas, para impedir los abusos de las juntas directivas y proteger 
los derechos de las minorías de accionistas.

Artículo 19. Reformar la legislación minera y petrolífera, 
conforme a las siguientes bases: Favorecer las exploraciones 
mineras y petrolíferas; promover el establecimiento de ban-
cos refaccionarios de la minería, impedir el acaparamiento de 
vastas zonas, conceder amplios y eficaces derechos a los des-
cubridores de yacimientos metalíferos; otorgar al Estado una 
participación proporcional de los productos brutos en las dos 
industrias mencionadas; declarar caducas las concesiones rela-
tivas, en caso de suspensión o posible reducción de trabajos por 
más de cierto tiempo, sin causa justificada, lo mismo que en los 
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casos de desperdicio de dichas riquezas o de infracción de las 
leyes que protejan la vida y la salud de los trabajadores y habi-
tantes comarcanos.

Artículo 20. Revisar las leyes, concesiones y tarifas ferrocarri-
leras, abolir las cuentas diferenciales en materia de transportes, y 
garantizar al público en los casos de accidentes ferroviarios.

Artículo 21. Declarar que son expropiables por causa de uti-
lidad pública los terrenos necesarios para el paso de oleoductos, 
canales de irrigación y toda clase de comunicación destinada al 
servicio de la agricultura y de las industrias petroleras y mineras.

Artículo 22. Exigir a las compañías extranjeras que quieran 
hacer negocios en México cumplan con los siguientes requisitos:

I. Establecer en la República juntas directivas suficientemen-
te capacitadas para el reparto de dividendos, rendición de in-
formes a los accionistas, y exhibición de toda clase de libros 
y documentos.

II. Cumplir con el precepto hasta hoy inobservado de some-
terse a la jurisdicción de los tribunales mexicanos, que serán 
los únicos competentes para resolver sobre los litigios que se 
susciten con motivo de los intereses aquí radicados y, por lo 
mismo, sobre las demandas judiciales que contra las compa-
ñías se presenten.

Artículo 23. Revisar los impuestos aduanales, los del Tim-
bre y los demás tributos federales, a efecto de establecer mejo-
res bases para la cotización; destruir las actuales franquicias y 
privilegios en favor de los grandes capitalistas, y disminuir gra-
dualmente las tarifas protectoras, sin lesionar los intereses de la 
industria nacional.

Artículo 24. Librar de toda clase de contribuciones indirec-
tas a los artículos de primera necesidad.

Artículo 25. Eximir de toda clase de impuestos a los artesa-
nos y comerciantes en pequeño, así como a las fincas de un valor 
ínfimo.

Artículo 26. Suprimir el impuesto llamado personal o de ca-
pitación y los demás similares.

Artículo 27. Abolir el sistema de igualas, tanto en la Federa-
ción como en los Estados.

Artículo 28. Establecer el impuesto progresivo sobre las he-
rencias, legados y donaciones.

Artículo 29. Gravar las operaciones de préstamo ya concer-
tadas, tengan o no garantía hipotecaria, con un impuesto que re-
caiga exclusivamente sobre los acreedores, y que cubrirán éstos 
al recibir el importe de su préstamo.

Artículo 30. Gravar con fuertes impuestos la venta de taba-
cos labrados y bebidas alcohólicas, establecer los prohibitivos 
sobre éstos cuando su fabricación se haga con artículos de pri-
mera necesidad.

Artículo 31. Formar el catastro y la estadística fiscal en toda 
la República.

Reformas políticas

Artículo 32. Realizar la independencia de los municipios, pro-
curando a éstos una amplia libertad de acción que les permita 
atender eficazmente a los intereses comunales y los preserve de 
los ataques y sujeciones de los gobiernos federal y locales.

Artículo 33. Adoptar el parlamentarismo como forma de Go-
bierno de la República.

Artículo 34. Suprimir la vicepresidencia de la República y 
las Jefaturas Políticas.

Artículo 35. Suprimir el Senado, institución aristocrática y 
conservadora por excelencia.

Artículo 36. Reorganizar sobre nuevas bases el Poder Judicial 
para obtener la independencia, aptitud y responsabilidad de sus 
funcionarios y hacer efectivas también las responsabilidades 
en que incurran los demás funcionarios públicos que falten al 
cumplimiento de sus deberes.

Artículo 37. Implantar el sistema de voto directo, tanto en 
las elecciones federales como en las locales, y reformar las le-
yes electorales de la Federación y de los Estados, a fin de evitar 
que se falsifique el voto de los ciudadanos que no saben leer ni 
escribir.

Artículo 38. Castigar a los enemigos de la causa revolucio-
naria, por medio de la confiscación de sus bienes y con arreglo a 
procedimientos justicieros.
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Artículos transitorios

Primero. La designación de gobernadores que se ha hecho, o que 
en lo sucesivo se haga, por las juntas locales de los Estados, de-
berá someterse para su validez a la ratificación de la Soberana 
Convención Revolucionaria. Ésta podrá negar su ratificación:

I. Si el nombramiento no se ha efectuado con absoluta suje-
ción al artículo 13 del Plan de Ayala.

II. Si el candidato carece de antecedentes revolucionarios.

Segundo. Los gobernadores podrán ser removidos por la 
Convención previo proceso en forma, cuando violen los pre-
ceptos del Plan de Ayala o del presente Programa de Reformas, 
cometan delitos graves del orden común, toleren o dejen impu-
nes los abusos que cometan sus subordinados o den cabida a ele-
mentos reaccionarios en el seno del Gobierno. 

Tercero. Sólo tendrán derecho a tomar parte en las elecciones 
locales para nombramiento de Gobernadores los jefes que hayan 
empezado a revolucionar antes de la caída de Victoriano Huerta.

Reforma, Libertad, Justicia y Ley.
Jojutla, estado de Morelos, abril 18 de 1916.

Jenaro Amezcua, representante del general Eufemio zapata; 
Agustín Arriola Valadez, representante de la División Eve-
rardo González; Donaciano Barba, representante del general 
Jesús Capistrán; Vidal Bolaños Villaseñor, representante del 
general Maximino V. Iriarte; Enrique M. Bonilla, representan-
te de la Brigada Cal y Mayor; Aurelio Briones, Pedro Buelna, 
representantes del general Rafael Buelna; Baudelio B. Cara-
veo, representante del general Agustín Estrada; Amador Ca-
riño, representante de la División Amador Salazar; Luis Cas-
tell Blanch, representante del general Pedro Saavedra; José H. 
Castro, representante del general Magdaleno Cedillo; zenón R. 
Cordero, representante del general Dr. Antonio F. Cevada; Joa-
quín M. Cruz, representante del general Adolfo Bonilla; Antonio 
Díaz Soto y Gama, representante del general Emiliano zapata; 

Ramón Espinosa, Leobardo Galván, representantes de la Bri-
gada Galván; Severino Gutiérrez, representante de la División 
Francisco Mendoza; Juan H. Ponce, representante de la Brigada 
Enrique S. Villa; Cipriano Juárez, representante del general Mi-
guel Salas; Juan Ledesma, representante de la Brigada Queréta-
ro; Macario López, Reynaldo Lecona, representantes del general 
Miguel Morales; Modesto Lozano, José López Guillemín, repre-
sentantes del general S. Crispín Galeana; Rodolfo Magaña, re-
presentante de la Brigada Camarena; Mucio Marín, representan-
te del general Mucio C. Bravo; Melesio Méndez, representante de 
la División Genovevo de la O; Manuel Oscura, representante del 
general Guillermo Santana Crespo; Albino Ortiz, representante 
del general M. Palafox; Agustín Preciado, representante del ge-
neral Juan G. Cabral; Alberto L. Paniagua, representante de la Di-
visión Domingo Arenas; Quintín A. y Pérez, representante del ge-
neral Epigmenio Jiménez; Félix Rodríguez, José Pozos Rodríguez, 
representantes del general Francisco A. García; Leopoldo Reyno-
so Díaz, representante de la División Lorenzo Vázquez; Antonio 
Ruiz, representante del general Leandro Arcos; Francisco Alfon-
so Salinas, representante del general Tomás Urbina; Gumersindo 
M. Sánchez, representante del general Rodolfo Rodríguez, Josué 
S. Vega, representante del general Vicente Rodríguez; Benjamín 
Villa, representante del general Ramón Bahena; Ángel zenteno, 
representante del general zenteno; Luis zubiría y Campa.
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el C. General emiliano zapata, Jefe Supremo de la Revolución de 
la República, a sus habitantes hago saber:

Considerando que la libertad municipal es la primera y más 
importante de las instituciones democráticas, toda vez que nada 
hay más natural y respetable que el derecho que tienen los ve-
cinos de un centro cualquiera de población, para arreglar por 
sí mismos los asuntos de la vida común y para resolver lo que 
mejor convenga a los intereses y necesidades de la localidad.

Considerando que los pasados dictadores ahogaron la inde-
pendencia de los municipios, sometiéndolos a la férrea dicta-
dura de los Gobernadores y Jefes Políticos, que sólo atendían a 
enriquecerse a costa de los pueblos y sin dejar a los municipios 
ni la libertad de acción, ni los recursos pecuniarios que les per-
mitieran llevar una vida propia y atender eficazmente a las ne-
cesidades y progresos del vecindario.

Considerando que entre las principales promesas de la Re-
volución figuran las de la supresión de las jefaturas políticas y 
el consiguiente reconocimiento de los fueros y libertades co-
munales.

Considerando que la libertad municipal resulta irrisoria, si 
no se concede a los vecinos la debida participación en la solu-
ción y arreglo de los principales asuntos de la localidad; pues 
de no ser así y de no estar vigilados y controlados los Ayunta-
mientos, se logrará únicamente el establecimiento de un nue-
vo despotismo, el de los munícipes y regidores identificados 
y manejados por los caciques de los pueblos, que no vendrían 
a reemplazar a los antiguos jefes políticos; y por eso conviene, 
para evitar abusos y negocios escandalosos o tráficos inmorales, 
someter a la aprobación de todos los vecinos los negocios más 

Ley General sobre
 Libertades Municipales
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importantes de la existencia comunal, tales como enajenación 
de fincas, aprobación de sueldos, celebración de contratos sobre 
alumbrados, pavimentación, captación o conducción de aguas 
y demás servicios públicos.

Considerando que el derecho concedido a los vecinos de una 
población para destituir a un Ayuntamiento o a los Regidores 
que falten a sus deberes, así como la facultad otorgada a un gru-
po competente de ciudadanos, para elegir a aquellas autorida-
des que rindan cuentas ante la junta general de los habitantes 
del municipio; son garantías que conviene establecer para pre-
caverse contra el mal manejo de los funcionarios municipales.

Por estas consideraciones, he creído necesario expedir el de-
creto que sigue:

Artículo 1. Se declara emancipados de toda tutela gubernativa, 
los diversos municipios de la República, tanto en lo relativo a 
su administración interior como en lo que concierne al Ramo 
económico o hacendario.

Artículo 2. En consecuencia, cada municipio gozará de abso-
luta libertad para proveer las necesidades locales y para expedir 
los reglamentos, bandos y disposiciones que juzgue necesarias 
para su régimen interior.

Artículo 3. La legislación municipal a que se refiere el artí-
culo precedente, será revisada por el Consejo de Gobierno del 
Estado respectivo una vez establecido el orden constitucional, 
para el sólo efecto de que sean retirados aquellos preceptos que 
se opongan a lo dispuesto por las leyes federales o por las parti-
culares del Estado.

Artículo 4. El Consejo de Gobierno o la Legislatura en su 
caso, podrán hacer observaciones a las autoridades municipa-
les, acerca de aquellos puntos de los bandos o reglamentos que 
en su concepto sean contrarios al bien público o al interés de la 
localidad. La corporación municipal respectiva estudiará estas 
observaciones y resolverá con entera libertad lo que crea con-
veniente.

Artículo 5. El municipio estará representado y regido por 
un Ayuntamiento o corporación municipal electo popular-
mente, en el concepto de que la elección será directa y en ella 

tomarán parte todos los ciudadanos que tengan el carácter de 
domiciliados.

Artículo 6. Los funcionarios municipales durarán un año en 
el ejercicio de su encargo y no podrán ser reelectos, sino trans-
curridos dos años después de aquel en que desempeñaron sus 
funciones.

Artículo 7. Las sesiones de los Ayuntamientos serán entera-
mente públicas.

Artículo 8. La corporación municipal deberá someter el estu-
dio y la rectificación de los asuntos que enseguida se expresan a 
la junta general de todos los vecinos del municipio celebrada en 
la forma que adelante se explica:

I. Aprobación del presupuesto de gastos para cada año fiscal.
II. Enajenación o adquisición de fincas por parte del mu-

nicipio.
III. Celebración de contratos con otras autoridades o con 

particulares, para proveer a las necesidades de la municipa-
lidad, sea que se trate de abastecimiento de aguas, alumbra-
do, saneamiento, compra de útiles o efectos para estableci-
mientos públicos, o de otra clase de contrataciones.

IV. Aprobación de los empréstitos que para arbitrarse fon-
dos tenga que celebrar el municipio, en casos extraordinarios.

Artículo 9. La junta de vecinos de que habla el artículo ante-
rior, será convocada por bando solemne y además por la prensa, 
presididas por la mesa directiva que nombren los ciudadanos 
que a ella concurran. Las discusiones serán enteramente libres, 
y las determinaciones se tomarán por escrutinio secreto y por 
mayoría de votos; a dichas juntas sólo podrán concurrir los ve-
cinos que tengan el carácter de ciudadanos.

Artículo 10. Si convocada la junta en la forma indicada, no se 
reúne un número de vecinos que iguale o exceda el diez por cien-
to del total de los ciudadanos empadronados, se citará a nueva 
junta, también por bando solemne y por medio de la prensa, y en 
ella se discutirán y resolverán los puntos de que se trate, con la 
asistencia de los vecinos que concurran.
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Artículo 11. Los munícipes aisladamente, o los Ayuntamien-
tos en masa, podrán ser destituidos a solicitud del número de ve-
cinos que fija el artículo siguiente, si así lo acuerda el vecindario 
en junta general celebrada en los términos marcados por los dos 
artículos anteriores, por el voto de la mayoría de los ciudadanos 
allí reunidos.

Artículo 12. Para que se dé curso a la solicitud de destitución, 
es necesario que sea presentada por veinticinco o más vecinos, 
si la población del municipio es inferior a mil habitantes; por 
cincuenta o más vecinos si la población pasa de mil habitantes 
sin llegar a cinco mil; de cien o más si la población es de cinco 
mil habitantes o mayor, sin llegar a diez mil; por ciento cincuen-
ta o más, si se trata de ciudades cuyo censo arroje de diez mil 
habitantes para arriba sin llegar a veinte mil; por doscientos o 
más si el censo varía entre veinte mil y cincuenta mil habitan-
tes; por trescientos vecinos si la población pasa de cincuenta mil 
habitantes sin llegar a cien mil; y por cuatrocientos vecinos si la 
población es de cien mil habitantes o pasa de esa cifra.

Artículo 13. El mismo número de vecinos que para cada po-
blación fija el artículo anterior, podrá ejercitar los siguientes 
derechos:

I. Exigir del Ayuntamiento respectivo, que rindan cuentas de 
toda su administración o de su ramo o de un asunto deter-
minado, ante la Junta General de vecinos que establecen los 
artículos 9 y 10, y dicha junta por mayoría de votos aprobará 
o rechazará las cuentas respectivas, previo análisis.

II. Hacer que se reúna la Junta a solicitud del vecindario, en 
la forma expresada para cualquiera de los siguientes objetos: 
una solicitud de nuevas escuelas o mejoras en la dotación o 
en el personal de las ya existentes, apertura o reparación de 
caminos o ejecución de alguna obra de utilidad o necesidad 
para el vecindario. En la Junta respectiva se fijará el monto 
de la suma que en cada caso debe invertirse, y se votarán los 
nuevos impuestos o subsidios que fueren precisos.

Artículo 14. Las solicitudes de convocatoria para las juntas 
indicadas en los artículos anteriores, deberán ser representadas 
ante el Consejo de Gobierno del Estado Respectivo, ante la legis-

latura durante el período Constitucional, y estas corporaciones 
les darán desde luego cabida y harán la convocatoria, sin más 
trámite que el de cerciorarse de que se cumpla con el requisito 
que marca el Artículo 13.

Artículo 15. En cualquiera de los casos previstos por los 
artículos anteriores, la junta concejil consignará al Ayunta-
miento o al municipio responsable ante la autoridad que deba 
juzgarlo, si parece que se trata de la comisión de un delito.

Artículo 16. Para realizar de un modo efectivo la emancipa-
ción municipal en el terreno económico, las legislaciones loca-
les cuidarán de dejar a los municipios para la imposición de sus 
contribuciones, una esfera de acción más amplia que las que 
hoy les está reservada, y en todo caso, los [ilegible] se abstendrán 
de gravar el Ramo de Abarrotes y en general el comercio rela-
tivo a artículos de primera necesidad, a fin de que dichos giros 
sean una de las bases principales para el sistema financiero de 
los municipios.

Artículo 17. Para los efectos del artículo que precede, la legis-
lación de cada Entidad Federativa, fijará con precisión los im-
puestos que en la percepción se reserva el Fisco del Estado res-
pectivo, a fin de que se deje a los municipios amplitud suficiente 
a su régimen fiscal y de que puedan decretar con toda libertad.

Artículo 18. Con los fondos municipales, deberá establecer-
se el mayor número de escuelas primarias, que estarán a cargo 
de los Ayuntamientos respectivos sin perjuicio de las que en la 
misma jurisdicción establezcan la Federación y el Gobierno del 
Estado.

Artículos Transitorios

I. Esta Ley regirá desde luego en la zona dominada actualmente 
por la Revolución y entrará en vigor inmediatamente después 
de la entrada de las fuerzas libertadoras, en los lugares que estas 
vayan en lo sucesivo ocupando.

II. En consecuencia, los pueblos que no tengan autoridades 
municipales electas popularmente, procederán desde luego a 
nombrarlas, debiendo otorgar los jefes militares todas las garan-
tías que aseguren la libertad de elección.
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III. Esta ley permanecerá en vigor hasta que, una vez alcan-
zado el absoluto triunfo de la Revolución, e instalado debida-
mente el Congreso General, dicte este la ley Orgánica sobre el 
Municipio Libre de conformidad con la reforma constitucional 
respectiva.

IV. Las funciones que el artículo 14 de esta Ley encomienda 
al Consejo de Gobierno o a la Legislatura del Estado respectiva, 
quedan confiadas por ahora al Cuartel General de la Revolu-
ción, y por lo mismo este será el que reciba y despache las so-
licitudes de convocatoria a que se refiere el mismo artículo. Por 
lo tanto, mando se publique, y se le dé el debido cumplimiento.

Reforma, Libertad, Justicia y Ley.

Dado en el Cuartel General de la Revolución en Tlaltizapán, 
Morelos, a los quince días del mes de septiembre de 1916.

El General en Jefe del Ejército Libertador
Emiliano zapata

el C. General emiliano zapata, Jefe Supremo de la Revolución, a 
los Habitantes de la República. Hago saber:

Considerando que este Cuartel General estima como uno de 
sus más altos deberes, el de velar con todo celo por el cumpli-
miento de las promesas revolucionarias y volver al buen cami-
no a aquellos jefes que parecen haber olvidado los compromisos 
que ante la nación entera tienen solemnemente contraídos, no 
sólo a efecto de sostener y llevar al triunfo los principios agra-
rios que son el alma y la finalidad suprema de la Revolución, 
sino también para otorgar a los vecinos de los pueblos las más 
amplias garantías.

Considerando que por su parte, los ciudadanos no comba-
tientes deben allanarse a cumplir sus respectivas obligaciones, 
y en especial el deber que tienen de auxiliar a las fuerzas revo-
lucionarias con los elementos de vida que les son indispensa-
bles, toda vez que en la actualidad no reciben haberes dichas 
fuerzas; que por todo esto, es preciso recordar sus deberes a unos 
y a otros, máxime si se tiene en cuenta que la revolución para 
hacer obra duradera, necesita dominar no sólo con la fuerza de 
las carabinas, sino también con la persuasión llevada a todas las 
conciencias y que urge demostrar con hechos, que ha acabado 
la era de los abusos y que los revolucionarios saben respetar los 
derechos de los pueblos.

Por todas estas consideraciones, he creído conveniente pun-
tualizar y reunir en una sola ley, todos los preceptos sanciona-
dos por la costumbre o por disposición de este Cuartel General 
acerca de los derechos y obligaciones recíprocas de los pueblos 
y de la fuerza armada, y en tal virtud decreto lo que sigue:

Ley sobre derechos y 
obligaciones de los pueblos
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Capítulo Primero
Derechos de los Pueblos

Artículo 1. Los pueblos tienen derecho:

I. A elegir libremente a sus autoridades municipales, judicia-
les y de cualquier otra clase, y a exigir que éstas sean respeta-
das por militares y civiles.

II. A exigir que los jefes, oficiales y tropa no intervengan 
en asuntos del orden civil y mucho menos en cuestiones de 
tierras, montes y aguas, pues todos estos negocios son de la 
exclusiva competencia de las autoridades civiles.

III. A organizar sus rondas y veintenas y a armarlas, para 
garantizar los derechos del vecindario y transeúntes.

IV. A exigir de la fuerza armada amplias garantías para 
las personas, familias y propiedades de los vecinos y tran-
seúntes. Para este efecto, siempre que las circunstancias lo 
permitan, la autoridad municipal podrá ocurrir al jefe de la 
fuerza de que se trate, para que éste corrija los desmanes de 
sus soldados y los reduzca al orden, a fin de evitar conflictos 
con el pueblo.

Artículo 2. Los habitantes de cada población tienen dere-
cho de adquirir armas para defender a sus personas, familias e 
intereses, contra los ataques o atentados que cometan o preten-
dan cometer los militares o gente armada. Por lo mismo están 
ampliamente facultados para hacer uso de sus armas, contra 
cualquier hombre o grupo de hombres que asalten sus propie-
dades, sus hogares, atenten contra el honor de sus familias o 
intenten cometer robos y atropellos de cualquier clase contra 
sus personas.

Artículo 3. Los presidentes municipales, tendrán además de 
las atribuciones que les señalan las leyes vigentes, los siguientes 
derechos y obligaciones:

I. Podrán aprehender, desarmar y remitir al Cuartel General 
de la Revolución, con las seguridades debidas, y a fin de que se 
les aplique el merecido castigo, a todos aquellos individuos a 
quienes se sorprenda robando, allanando y saqueando algún 

domicilio, o cometiendo cualquiera otro delito; igualmente 
se procederá en esa forma, contra los que hubieren llevado a 
cabo alguno de esos actos aun cuando no sean sorprendidos 
en el momento de ejecutarlos.

II. Podrán desarmar, aprehender y remitir a este mismo 
Cuartel General, a todo jefe, oficial o soldado que pase por 
el pueblo respectivo o permanezca en él armado, y que no 
acredite hallarse desempeñando alguna comisión del servi-
cio, dirigirse al desempeño de ella o hallarse autorizado por 
el Cuartel General para permanecer en la población; en el 
concepto de que las armas que se recojan quedarán en poder 
de las autoridades municipales para el servicio, entretanto se 
dispone otra cosa por la superioridad a la que se dará cuenta 
en dado caso sobre el particular. Si la persona aprehendida 
es conocida se le pondrá en libertad, pero sin entregarle sus 
armas. En cuanto a los individuos sospechosos porten o no 
armas, serán remitidos al Cuartel General.

III. Tendrán derecho a exigir que por su conducto, se haga 
siempre el reparto de alimentos entre la tropa y la distribu-
ción de forrajes para las cabalgaduras, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo siguiente:

IV. Darán cuenta al Cuartel General, diariamente, por la vía 
más rápida, de las novedades que ocurran en su jurisdicción.

Capítulo Segundo
Obligaciones de los Pueblos

Artículo 4. Los vecinos de los pueblos tendrán las siguientes 
obligaciones:

I. Prestar sus servicios en las rondas y veintenas.
II. Reunirse en las casas consistoriales, a la señal convenida 

a fin de dar auxilio:

A. A la autoridad municipal respectiva.
B. Al Cuartel General de la Revolución.
C. A algún jefe militar, en casos extremos, para combatir 
al enemigo.
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III. Prestar servicios como correos o guías en la forma acos-
tumbrada o sea por cordillera. En casos urgentes cuando el 
servicio de campaña así lo exija, los vecinos servirán tam-
bién como “propios”, o como guías, para llevar la correspon-
dencia o conducir alguna fuerza armada, hasta el punto que 
se le señale.

IV. Trabajar como “tlacualeros” para llevar alimentos y 
forrajes a las tropas que estén batiéndose con el enemigo, 
y mientras dure el combate o las hostilidades.

V. Prestar servicios para la traslación de heridos, inhu-
mación de cadáveres, u otros trabajos semejantes, que estén 
íntimamente ligados con el interés de la causa que se de-
fiende.

VI. Proporcionar alimentos, forraje y alojamiento a las tro-
pas, correos y comisiones que pasen por la población, por 
conducto de la autoridad municipal y conforme a los usos 
establecidos y a las circulares de este Cuartel General.

VII. Proporcionar en igual forma alimentos, alojamiento 
y forrajes a las fuerzas que estén de guarnición en aquellos 
pueblos inmediatos a la zona enemiga, siempre que este 
Cuartel General autorice expresamente la existencia de las 
guarniciones respectivas, por ser enteramente necesarias 
para las operaciones militares. En este caso el mismo Cuartel 
General oyendo a los jefes de la región, designará qué pobla-
ciones de las cercanas deben contribuir al mantenimiento de 
la guarnición, a más del pueblo en que se halle establecida.

VIII. Pagar las contribuciones que conforme a las leyes im-
pongan las autoridades municipales, o el Gobierno Federal y 
el del Estado cuando llegue a establecerse.

IX. Proporcionar conforme a las leyes de la materia, a los 
revolucionarios que operen en la comarca, las tierras necesa-
rias para la subsistencia, en igual proporción que a los pací-
ficos y sin preferencia de ninguna clase sobre éstos. Este pre-
cepto regirá provisionalmente o sea mientras pueda hacerse 
el reparto definitivo por el ministerio de agricultura.

X. Los vecinos de los pueblos y en general, los habitantes 
de la zona revolucionaria, sean combatientes o pacíficos, no 
podrán introducir en ningún caso a la zona enemiga ganado 
ni artículos de primera necesidad, como maíz, harina, frijol, 

etc., etc. Los que violen este precepto, serán sometidos a un 
consejo de guerra, si son militares.

XI. Dedicarse a un trabajo lícito que les permita subsistir 
honradamente, pues uno de los ideales de la revolución es 
suprimir la vagancia. 

Capítulo Tercero 
Derechos de la Fuerza Armada

Artículo 5. Las tropas que transiten o pasen por una población, 
tendrán derecho a recibir de los pueblos, precisamente por con-
ducto de la autoridad municipal, alojamiento, alimento y forra-
jes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4.

Artículo 6. Las tropas que con permiso del Cuartel General, 
estén de guarnición en alguna plaza, recibirán alojamiento, ali-
mentos y forrajes, con arreglo en lo preceptuado en el inciso VII 
del mismo artículo 4.

Artículo 7. Los jefes, oficiales y soldados que observen que 
alguna autoridad viole los principios del Plan de Ayala o falte 
a sus deberes, tendrán derecho a acudir en queja ante el Cuartel 
General. 

Capítulo Cuarto
Obligaciones de la Tropa Armada

Artículo 8. Serán obligaciones de la tropa armada:

I. Hacer que los pueblos que no hayan nombrado sus autori-
dades municipales y judiciales, procedan inmediatamente a 
la libre elección de las mismas, o sea sin la menor interven-
ción de los armados, los cuales bajo la responsabilidad de su 
jefe respectivo dejarán a los vecinos obrar sin presión alguna.

II. Guardar el respeto debido a las autoridades civiles.
III. no intervenir en las funciones de esas autoridades, a las 

que dejarán obrar libremente.
IV. Dar toda clase de garantías a las poblaciones. 
V. Respetar el libre tráfico de mercancías y la libertad del 

comercio, menos en el caso de que se trate de la introducción 
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de artículos de primera necesidad a la zona enemiga. Los que 
violen este precepto serán sometidos a un consejo de guerra.

VI. Respetar los repartos de tierras, montes y aguas, efectua-
dos por los pueblos o sus autoridades.

VII. Respetar los reglamentos o costumbres de los pueblos 
en materia de reparto de aguas y sujetarse a ellas.

VIII. no cobrar rentas a los vecinos, bajo ninguna forma ni 
pretexto, por el cultivo de sus tierras o por el uso de sus aguas. 
Los infractores serán juzgados por un consejo de guerras, que 
les impondrá cualquiera de las siguientes penas: amonesta-
ción pública o privada; de destitución o separada del Ejérci-
to Libertador, o multa de cien a mil pesos o arresto de uno a 
once meses, según la gravedad o circunstancias del caso.

IX. no apoderarse de las tierras de los pueblos o las que for-
maron parte de las antiguas haciendas, pues cada individuo 
armado, sea o no jefe, sólo tendrá derecho al lote de terreno 
que le toque en el reparto de que habla el artículo 4, en su 
inciso IX. Un consejo de guerra juzgará a los contraventores 
y les aplicará cualquiera de las penas de que habla el inciso 
anterior.

X. Cumplir en todo y por todo los diversos conceptos del 
Plan de Ayala, la Ley Agraria, y los decretos, circulares y ór-
denes de este Cuartel General.

XI. no exigir a los vecinos trabajos personales o trabajos en 
su beneficio particular, ni tratándose de asuntos meramente 
particulares o privados.

XII. Remitir al Cuartel General de la Revolución a cualquie-
ra de sus subordinados que cometa cualquier delito, o entre-
garlo a los jueces que lo pidan para su castigo.

Artículo 9. Conforme a lo dispuesto en el artículo anterior, 
los jefes, oficiales y tropa, respetarán la libre administración de 
justicia por parte de las autoridades civiles o penales, testamen-
tarías o intestados y se abstendrán de intervenir en toda clase de 
procesos y juicios civiles.

Artículo 10. Cada jefe será responsable ante este Cuartel Ge-
neral de los delitos y abusos que cometan sus subordinados, si 
no les entregan a los jueces respectivos que los pidan, o no los 
remitan a este Cuartel, para su castigo.

Artículo 11. Dedicarse preferentemente a batir al enemigo, 
haciendo a un lado dificultades personales, que existen entre 
jefes, oficiales y soldados, que en todo caso solucionarán de una 
manera prudente.

Artículo Transitorio. Las disposiciones relativas a víveres, 
forrajes o alojamiento de tropas revolucionarias, regirán úni-
camente, entretanto puede el Cuartel General pagar a aquellas 
sus haberes respectivos. A este efecto el Cuartel General pasará 
una circular a los pueblos, anunciándoles que cesa su expresada 
obligación.

Por lo tanto mando se publique, circule y se le dé el debido cum-
plimiento.

Reforma, Libertad, Justicia y Ley.

Cuartel General en Tlaltizapán, Mor.,
 a cinco de marzo de mil novecientos diez y siete.

El General en Jefe
Emiliano zapata
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emiliano Zapata, Jefe Supremo de la Revolución de la República, 
a los habitantes del Estado de Morelos hago saber:

Considerando que es preciso que los ciudadanos del Estado, 
tomen parte de los arreglos de los asuntos que a estos interesan, 
pues sólo así se realizará uno de los grandes ideales de la Revo-
lución, que es el gobierno del pueblo por el pueblo.

Considerando que esto se logrará por medio de reuniones o 
juntas que en días fijos celebren los vecinos de los pueblos o sus 
comisionados, para estudiar o dictar las medidas que sean ne-
cesarias para el buen orden y la prosperidad del pueblo, de la 
municipalidad o del Distrito respectivo.

Considerando que con esto se conseguirá además que los 
diversos pueblos se acostumbren a tratar en común los nego-
cios que a todos afectan, para que entren así en contacto mutuo 
y directo, en vez de permanecer aislados unos de otros como 
hoy sucede, lo que sólo puede producir rivalidades, odios y 
malas inteligencias.

Considerando que hace falta en cada Distrito una autoridad 
superior, electa por el pueblo, que sirva de lazo de unión entre 
los municipios, cuide la conservación del orden y excite a los 
ayuntamientos, autoridades y empleados del Distrito, para que 
cumplan con sus deberes, atendiendo debidamente las necesi-
dades de los pueblos.

Considerando que en cuanto al Gobernador del Estado, debe 
estar asistido en sus labores por un Consejo de Gobierno, que 
evite los actos tiránicos, vigilar el cumplimiento de los princi-

Ley General Administrativa 
para el estado de Morelos
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pios revolucionarios, oiga las quejas de los pueblos e impida que 
las altas autoridades extorsionen a estos o que cometan abusos 
de cualquier género.

Por todas estas consideraciones, he creído necesario expedir 
el decreto que sigue:

Capítulo Primero
De las Juntas de Vecinos y de sus Comisionados

Artículo 1. El día quince de cada mes se reunirán en el local de 
las diversas ayudantías municipales del Estado, los vecinos del 
pueblo correspondiente a cada ayudantía. En esa junta los ve-
cinos discutirán los asuntos que sean de más interés y urgencia 
para la localidad y por la mayoría de votos dictarán las medi-
das que procedan; a no ser que se trate de asuntos que afecten el 
interés de la municipalidad, pues estos se reservarán para ser 
tratados en la próxima junta de la Cabecera de la Municipali-
dad. Sobre los asuntos difíciles a juicio de los vecinos aunque 
sólo se refiera al pueblo respectivo y no a toda la municipali-
dad, podrán aquellos consultar con la referida junta munici-
pal, y en el dictamen que esta emita, será sometido a discusión 
y votación de la nueva junta que celebrarán los vecinos del 
pueblo que se trata.

Artículo 2. Con el objeto de que los represente en la próxi-
ma junta municipal, los vecinos reunidos conforme al artículo 
anterior nombrarán sus comisionados, que serán en número de 
dos o más.

Artículo 3. En las cabeceras de los municipios se reunirán 
también los vecinos de la misma, el día quince de cada mes, en la 
Presidencia Municipal, con el objeto de discutir los negocios que 
interesen a la población, y tomar los acuerdos correspondientes 
en los términos del artículo primero, y de nombrar sus comisio-
nados para la siguiente junta general de la municipalidad.

Artículo 4. Las juntas municipales de que hablan los ar-
tículos anteriores, celébranse el día veinte de cada mes, en el 
local de la Presidencia Municipal de la Cabecera de la Muni-
cipalidad respectiva. A dicha junta concurrirán los ayudan-
tes municipales de la jurisdicción y los comisionados a que se 
refieren los artículos anteriores. Cada comisión expondrá las 

consultas que sobre sus propios asuntos haga el pueblo respec-
tivo, explicará y sostendrá las proposiciones que este formule 
sobre asuntos referentes a toda la municipalidad. Respecto de 
los asuntos consultados rendirá la junta su dictamen, previa 
discusión y con el carácter de simple opinión, para que sea dis-
cutida por los vecinos del pueblo de que se trate, informe a lo 
explicado en el artículo primero (sic).

En cuanto a los asuntos que interesen a la municipalidad, la 
junta discutirá y aprobará las medidas que estime convenientes, 
a fin de que sean ejecutadas por el Presidente Municipal, si no 
se considera capaz la junta para resolver algún asunto arduo, o 
los negocios en cuestión afectaren a todo el Distrito, lo reservará 
aquélla para que sea tratado en la siguiente junta del Distrito.

Artículo 5. En la junta municipal a que se refiere el artículo 
anterior, nombrarán los presentes dos o más comisionados que 
los representen en la junta del Distrito del día primero del mes 
siguiente.

Artículo 6. Las juntas del Distrito tendrán verificativo el día 
primero de cada mes en la Cabecera del Distrito correspondiente, 
y tendrán por objeto estudiar y resolver los asuntos que afecten 
a todo el Distrito, así como emitir dictámenes acerca de aquellos 
negocios que las juntas municipales hayan pasado a consulta a 
la respectiva junta de Distrito. A dicha junta asistirán los presi-
dentes municipales de Distrito, así como los comisionados que 
en representación de cada municipio, se hayan nombrado en 
las juntas de que habla el artículo anterior. Las medidas que se 
acuerden serán ejecutadas por el Presidente del Distrito. 

Cuando se someta a las juntas de Distrito algún negocio que 
sea de la incumbencia del Gobierno del Estado, las sujetarán 
aquéllas a la decisión de éste.

Capítulo Segundo
De los Presidentes de Distrito

Artículo 7. En cada Cabecera de Distrito habrá un funcionario 
denominado Presidente de Distrito, que fungirá a la vez como 
Presidente Municipal de dicha Cabecera. Dicho funcionario será 
nombrado por todos los vecinos del Distrito que tengan derecho 
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a votar y su elección se hará a la vez que la de autoridades mu-
nicipales.

Artículo 8. Son facultades de los presidentes de Distrito:

I. Vigilar que las autoridades y empleados del Distrito cum-
plan con sus obligaciones, y que los ayuntamientos atiendan 
eficazmente a la administración de los pueblos.

II. Publicar las leyes y demás disposiciones de observancia 
general que se les ordenen poner en conocimiento de todos.

III. Conservar el orden público y la seguridad general de 
las personas o de las propiedades.

IV. Recibir los partes que diariamente les rindan de las no-
vedades que ocurran, los presidentes municipales y los jefes 
de ronda en todo el Distrito y trasmitirlos al Gobierno del 
Estado.

V. Despachar las consultas que sobre asuntos difíciles les 
hagan las autoridades municipales.

VI. Dar auxilio a los tribunales en la persecución de los 
delincuentes.

VII. Cuidar de la ejecución de las penas impuestas a los de-
lincuentes.

VIII. Vigilar que se mantengan de especito (sic) servicio 
las vías de comunicación y correspondencia, dentro de su 
jurisdicción.

IX. Procurar el fomento de las mejoras materiales dentro 
de su Distrito.

X. Cuidar de la conservación de la salubridad pública.
XI. Desempeñar las atribuciones que les encomienden 

otras leyes.

Artículo 9. En el ejercicio de sus facultades, los presidentes de 
Distrito se sujetarán a las reglas siguientes:

Artículo 10. Respetarán en todo y por todo la libertad muni-
cipal de tal suerte que la vigilancia que ejerzan sobre las autori-
dades municipales no tendrá más objeto que impedir perjuicios 
a los pueblos, causados por la morosidad o la ineptitud de di-
chas autoridades.

Artículo 11. Por conducto del Presidente Municipal, harán 
al ayuntamiento, descuidado o moroso, una formal excitativa 

para que cumpla sus obligaciones, y si repetida la excitativa, en 
un término prudente, la falta no se corrigiera, darán cuenta al 
Gobierno del Estado, para que imponga a los culpables la co-
rrección respectiva, que será una multa que variará entre uno y 
diez pesos por persona.

Artículo 12. Los presidentes de Distrito dispondrán de la 
fuerza armada de su jurisdicción para la protección general de 
las personas o intereses de sus habitantes. Es de estricta obli-
gación tomar eficaces providencias para impedir que unos y 
otros sufran cualquier daño siempre que tuvieran noticias de 
que se trate de cometer, o por circunstancias especiales los pue-
dan prever.

Artículo 13. no perseguir a los autores de delitos privados 
sino en virtud de orden del juez competente. Pero cuando un de-
lito sea de aquéllos que deben perseguirse de oficio, los presiden-
tes de Distrito procurarán la aprehensión de los autores, para 
entregarlos a la autoridad competente. Podrá también cuando 
fuere preciso prevenir su delito, aprehender a quien lo intente, 
poniéndolo sin demora a disposición de su juez.

Artículo 14. La persecución de los delincuentes emprendida 
por el Presidente de Distrito, se continuará por el mismo en otro 
inmediato a que pase el perseguido, cuando de interrumpirla 
pudiera resultar la fuga del reo.

Artículo 15. Están bajo la vigilancia e inspección de los pre-
sidentes de Distrito las prisiones y lugares de detención, la inco-
municación efectiva de los procesados y la guarda de todos los 
presos y detenidos.

Artículo 16. Dichos presidentes cuidarán de que se observen 
los reglamentos expedidos para el régimen de las cárceles, en 
todo el Distrito.

Artículo 17. Los presidentes de Distrito inspeccionarán fre-
cuentemente los caminos, así como las líneas telefónicas y tele-
gráficas de su jurisdicción, para reparar o hacer que se reparen 
por quien corresponda, sin dilación cualquier daño que se ob-
serve en ellas.

Artículo 18. El mismo cuidado tendrá respecto de la cons-
trucción, conservación y reparación de todas las propiedades 
del Estado, en sus respectivos distritos.
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Artículo 19. Estudiarán también las necesidades de los pue-
blos, con el fin de promover ante los ayuntamientos o ante el 
Gobierno del Estado en su caso la ejecución de las obras de uti-
lidad pública, dando preferencia a las obras de salubridad, si-
guiendo después las de utilidad, y por último las de ornato.

Artículo 20. Recorrerán sus Distritos con la frecuencia ne-
cesaria para el buen desempeño de sus obligaciones, e informa-
rán al Gobierno del Estado, acerca del resultado de sus visitas, 
y especialmente respecto a las dificultades que se les presenten 
u observen en la ejecución de las leyes y disposiciones adminis-
trativas.

Artículo 21. no podrán separarse de sus Distritos, sin previa 
autorización del Gobierno del Estado, salvo el caso del artículo 14.

Artículo 22. Los presidentes de aquellas municipalidades en 
que no resida el Presidente de Distrito, son agentes de esta auto-
ridad, para el cumplimiento de las atribuciones contenidas en 
las fracciones II, III, VI y VIII del Artículo 8vo.

Artículo 23. Los presidentes de Distrito son responsables por 
los delitos, faltas y omisiones en que incurran en el ejercicio de 
su cargo.

Artículo 24. El Gobernador del Estado hará efectiva la res-
ponsabilidad de dichos presidentes en los casos de faltas y omi-
siones leves y pondrá a disposición de los tribunales comunes, 
cuando se trate de un delito oficial o del orden común. Para los 
efectos de este artículo, el Gobernador nombrará uno o más vi-
sitadores, cuando lo crea conveniente.

Artículo 25. Por simple descuido en el cumplimiento de sus 
obligaciones, el Gobernador multará a los Presidentes de Distri-
to hasta con cincuenta pesos si después de una excitativa para 
que corrijan a aquél, no lo hicieran.

Artículo 26. Contra las resoluciones que dicte el Gobernador, 
en los casos de los artículos anteriores, podrán los interesados 
ocurrir en revisión ante el Consejo de Gobierno.

Capítulo Tercero. Del Gobernador del Estado y del Consejo 
de Gobierno

Artículo 27. La dirección de los asuntos generales del Estado, 
en el orden administrativo, queda confiada al Gobernador, quien 
será auxiliado en sus funciones por un Consejo de Gobierno.

Artículo 28. Los miembros de este Consejo serán en número 
de tres, y deberán ser electos por la misma junta de revolucio-
narios, que conforme al Plan de Ayala nombre el Gobernador 
Provisional.

Artículo 29. Dicho Consejo tendrá las siguientes facultades 
y obligaciones:

I. Expedir toda clase de leyes, de propia iniciativa o a pro-
puesta del Gobernador o de cualquier Ayuntamiento y re-
visar los reglamentos que el Gobernador expida, negándoles 
su aprobación, si así lo exige el bien público o los principios 
revolucionarios.

II. Revisar los nombramientos hechos por el Gobernador y 
rechazar los que recaigan en favor de los enemigos de la Re-
volución, o de las personas desafectas a ella.

III. Exigir del Gobernador y de las demás autoridades, el es-
tricto cumplimiento del Plan de Ayala, de la Ley Agraria y 
de las demás leyes revolucionarias, y de dar cuenta de las in-
fracciones que observen, al Cuartel General de la Revolución.

IV. Revisar conforme a la ley de la materia y para los efec-
tos de la misma, las leyes, reglamentos y bandos que expidan 
los ayuntamientos.

V. Revocar los acuerdos u otras disposiciones del Goberna-
dor o de las demás autoridades, que estén en pugna con los 
principios revolucionarios.

VI. Oír las quejas de los vecinos del Estado contra el Go-
bernador y demás funcionarios locales, y tomar las medi-
das necesarias para corregir el mal, inclusive la de exigir 
la destitución de los funcionarios culpables y consignarlos 
ante los Tribunales comunes, en caso de la comisión de un 
delito. Si se trata del Gobernador, deberán pedir la destitu-
ción y consignación del mismo a la junta de jefes revolucio-
narios del Estado.

VII. Convocar a los vecinos de cada pueblo, en los casos que 
fija la Ley General de Ayuntamientos, o sea procediendo la 
solicitud del número de vecinos que dicha ley fija.
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Artículo 30. Las funciones del Consejo de Gobierno termi-
narán al tomar posesión la Legislatura del Estado debidamen-
te electa.

Artículo Transitorio. Esta Ley regirá únicamente durante el 
período revolucionario, o sea hasta que la Legislatura del Estado 
dicte sobre el particular las disposiciones que crea convenientes, 
una vez establecido el régimen constitucional.

Reforma, Libertad, Justicia y Ley.

Cuartel General en Tlaltizapán, 
Mor., a 17 de marzo de 1917. El General en Jefe

Emiliano zapata

el C. General emiliano zapata, Jefe Supremo de la Revolución, a 
los habitantes de la República hago saber:

Considerando que en estos momentos de general trastorno, 
en que apenas empiezan a funcionar las autoridades municipa-
les, tienen éstas que tropezar por fuerza con serias dificultades 
en su labor, principalmente si se considera que la mayor parte 
de las personas que hoy integran los ayuntamientos carecen de 
práctica en los asuntos administrativos, toda vez que uno de los 
más benéficos resultados de la Revolución, ha sido y será llevar 
hombres nuevos a las funciones públicas, en sustitución de los 
funcionarios ya viciados de las épocas anteriores.

Considerando que para ayudar a los nuevos funcionarios 
municipales a que se encaucen con seguridad y acierto sus la-
bores, es indispensable trazarles un programa, lo más completo 
que sea posible, de los trabajos que deben desempeñar, clasifi-
cándolos metódicamente y distribuyéndolos en los diversos ra-
mos que abarca la esfera municipal. 

Considerando que esta enumeración de los deberes de los 
ayuntamientos en pro del bien común, no ataca la libertad mu-
nicipal, puesto que constituye más bien una serie de instruccio-
nes para el buen desempeño de las funciones administrativas, 
sin que prive a los ayuntamientos de ampliar sus trabajos, más 
allá del programa fijado como simple modelo o norma de con-

Ley Orgánica de Ayuntamientos 
para el Estado de Morelos
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ducta; por lo que en la Ley adjunta, de un modo expreso se esta-
blece que a más de las facultades y obligaciones detalladas en la 
misma, tendrán las corporaciones municipales todas las demás 
que se deriven de la naturaleza de sus funciones o de las necesi-
dades de proveer a las diversas atenciones de los pueblos.

Por estas consideraciones, he creído necesario expedir la Ley 
que sigue:

Capítulo Primero 
De la Administración y División Municipal

Artículo 1. Las municipalidades del Estado serán administradas 
por los ayuntamientos, auxiliados en sus labores por los ayu-
dantes municipales. Tanto aquéllos como éstos serán electos po-
pularmente y por el sistema de elecciones directas.

Artículo 2. Los lugares poblados de más de quinientos ha-
bitantes, se dividirán en secciones, cada una de las cuales con-
tendrá ese número de vecinos, pudiendo quedar como sección 
una fracción de doscientos cincuenta habitantes; el grupo que 
no llegue a este número, se agregará a la sección inmediata. El 
que, sin llegar al número de doscientos cincuenta pobladores, 
diste más de una legua de la sección inmediata, quedará for-
mando una sección. 

La división de cada sección se hará por manzanas. Las po-
blaciones que contengan más de cuatro secciones, se dividirán 
en cuarteles.

Capítulo Segundo 
De los Ayuntamientos y su Organización

Artículo 3. Los ayuntamientos son corporaciones exclusiva-
mente administrativas, no podrán tener comisión o cargo algu-
no que ataña a la política, ni mezclarse en ella, con excepción de 
las funciones que les encomiendan las leyes electorales. 

Artículo 4. Los ayuntamientos se renovarán totalmente el 
día primero de cada año, y a este fin los nuevos regidores y de-
más funcionarios municipales serán electos el primer domingo 
de diciembre anterior.

Artículo 5. Los ayudantes municipales durarán un año en 
sus cargos y serán electos el primero de enero.

Artículo 6. ni los concejales ni los ayudantes podrán ser re-
electos.

Artículo 7. Los referidos cargos municipales son obligatorios 
y gratuitos, pero tan pronto como lo permita el estado del erario, 
los cargos de Presidente y Ayudantes municipales deberán ser 
convenientemente retribuidos.

Artículo 8. Los ayuntamientos se compondrán de un presi-
dente, de uno o dos síndicos y del número de regidores que ex-
presen los incisos siguientes:

I. El de la capital de Estado se compondrá de un presidente, 
dos síndicos y ocho regidores. 

II. El de la Cabecera de los demás Distritos, de un presiden-
te, un síndico y seis regidores. 

III. El de todas las demás municipalidades, de un presi-
dente, un síndico y cuatro regidores. 

Artículo 9. Por cada presidente, síndico y regidor propietario, 
se nombrará un suplente. 

Artículo 10. Los miembros o concejales de un ayuntamiento 
tendrán los requisitos que fija la Constitución del Estado.

Capítulo Tercero
 De los Ayuntamientos Municipales

Artículo 11. En los pueblos y lugares apartados de su cabecera 
municipal, habrá un ayudante; y en los que contengan varias 
secciones, se nombrará además un auxiliar para cada sección.

En las poblaciones donde residan los ayuntamientos habrá 
solamente auxiliares de sección, e inspectores de manzana, si 
fueren necesarios a juicio de los ayuntamientos.

Artículo 12. Los ayudantes municipales serán electos popu-
larmente, y por cada propietario se nombrará un suplente.

Los auxiliares de sección serán nombrados por los ayudantes 
de los pueblos, y durarán en su cargo un año.
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En las poblaciones donde residan los ayuntamientos, tanto 
los auxiliares de sección, como los inspectores de manzana, se-
rán nombrados por los ayuntamientos.

Artículo 13. Para ser ayudante municipal se necesita ser ma-
yor de edad, ciudadano del Estado en ejercicio de sus derechos, 
saber leer y escribir, tener medio honroso de vivir y residencia 
fija en la sección respectiva.

Artículo 14. Los ayudantes municipales estarán sujetos a los 
ayuntamientos y a sus presidentes en los asuntos de su respecti-
va competencia, y a las otras autoridades en los demás negocios 
que a éstas incumban.

Los auxiliares de sección estarán subordinados a los presi-
dentes y a las comisiones de los ayuntamientos en las cabeceras 
de municipalidad, y en los pueblos a los ayudantes respectivos.

Dichos auxiliares cooperarán con los ayudantes en la for-
ma que los ayuntamientos determinen, al cumplimiento de las 
obligaciones correspondientes a dichos ayudantes.

Capítulo Cuarto
De las Obligaciones de Ayuntamientos

Artículo 15. Son obligaciones de los ayuntamientos, las que si-
guen:

Ramos de Gobernación

I. Cumplir y hacer cumplir, en la parte que les corresponda, las 
leyes, decretos y disposiciones del Estado o de la Federación, y 
los reglamentos municipales.

II. Cumplir y hacer cumplir las resoluciones y acuerdos que 
las juntas de vecinos celebren, conforme a la Ley General Admi-
nistrativa para el Estado, de 17 de marzo último.

III. Cumplir las determinaciones y órdenes del Gobierno del 
Estado, de los presidentes de Distrito y de las otras autoridades y 
funcionarios que tengan facultades para dictarlas, siempre que 
no invadan la independencia municipal.

IV. Rendir los informes y dar las noticias que les pidan las 
autoridades y funcionarios de la Federación y del Estado.

V. Formar o rectificar, una o dos veces por año, el padrón ge-
neral de la municipalidad, ya sea por medio de los ayudantes o 
de comisiones particulares.

VI. Formar o reformar el bando de buen gobierno de la mu-
nicipalidad.

VII. Formar o reformar su reglamento interior y el de los di-
versos ramos de la administración municipal. 

VIII. Celebrar dos sesiones ordinarias cada semana, y todas las 
extraordinarias que sean precisas para el despacho de los nego-
cios.

IX. Publicar solemnemente las leyes o decretos de la Federa-
ción o del Estado que tengan el carácter de bandos.

X. Administrar sus respectivas municipalidades, procurando 
en todo el progreso y engrandecimiento de los pueblos.

Ramos de Hacienda

I. Formar el Presupuesto General de los ingresos y egresos muni-
cipales, en los primeros días de diciembre de cada año, para que 
rija en el año siguiente. De este presupuesto se mandará un ejem-
plar a la contaduría de glosa y otro a la Secretaría de Gobierno.

II. Acordar en la penúltima sesión de cada mes, el presupues-
to ordinario de egresos para el mes siguiente, con sujeción al pre-
supuesto general del año, en cuanto fuere posible.

III. Examinar dentro de los primeros ocho días de cada mes, 
previo dictamen de la Comisión de Hacienda, el corte de caja 
mensual de la Tesorería Municipal. De dicho corte de caja se re-
mitirá un ejemplar a la Secretaría de Gobierno y otro a la Con-
taduría Mayor.

IV. Formar en el mes de enero de cada año, con intervención 
de la Comisión de Hacienda, la cuenta general de los fondos mu-
nicipales. Dicha cuenta se enviará a la referida Contaduría para 
su glosa.

V. Vigilar e inspeccionar constantemente las labores y opera-
ciones de sus oficinas de Hacienda, así como la conducta de los 
empleados del ramo, por medio de la respectiva comisión.

VI. Procurar la buena y eficaz recaudación de las rentas mu-
nicipales y su inversión económica.
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VII. Celebrar con la aprobación del vecindario y conforme a 
la Ley General sobre Libertades Municipales, los contratos que 
sean necesarios para el servicio de alumbrado y para la cons-
trucción de toda clase de obras o trabajos públicos; siempre que 
no sea posible atender a ese servicio de realizar ciertas obras, di-
rectamente por el Ayuntamiento.

Ramo de Instrucción Pública

I. Estrechar por medio del presidente, del regidor del ramo y 
de los ayudantes municipales, a los padres de familia para que 
manden a sus hijos a las escuelas, con la puntualidad debida; y 
vigilar la conducta de los preceptores, conforme a las leyes y re-
glamentos.

II. Formar anualmente el padrón general de los alumnos que 
deben concurrir a las escuelas públicas, con vista de los padro-
nes particulares que han de formar los ayudantes municipales 
de cada sección.

III. Procurar la conservación y el mejoramiento de los edifi-
cios destinados a la enseñanza pública.

IV. Concurrir en corporación, o por medio del regidor del 
ramo, a los exámenes de las escuelas públicas. 

V. Fomentar y proteger en cuanto sea posible, todo lo perte-
neciente a la Instrucción Pública, proponiendo al Gobierno del 
Estado, cuanto sea conducente.

VI. Cumplir las obligaciones que les impone el artículo 18 de 
la Ley General de Libertades Municipales, de establecer el ma-
yor número de escuelas primarias sostenidas por el municipio, 
sin perjuicio de las que en la misma jurisdicción establezca la 
Federación y el Gobierno del Estado.

Ramo de Seguridad

I. Organizar el servicio gratuito de veintenas o rondas, y además 
establecer fuerzas de policía para la seguridad de las poblacio-
nes y caminos, pagadas con los fondos municipales, siempre 
que esto último fuere posible.

II. Procurar la conservación del orden y tranquilidad pública, 
y la seguridad de las poblaciones y caminos comprendidos en la 
municipalidad.

Ramo de Salubridad

I. Cuidar de que en las poblaciones no haya aglomeración de ba-
sura u otras substancias susceptibles de putrefacción.

II. Vigilar que se renueven con regularidad las aguas de los 
estanques y demás depósitos, y cuidar de la limpia de los canales 
que atraviesen las poblaciones.

III. Procurar el continuo aseo de las huertas, para evitar la pu-
trefacción de sustancias vegetales o animales.

IV. Prohibir que en los centros poblados se sitúen zahurdas, 
establos, fábricas de almidón y otros establecimientos e indus-
trias que produzcan miasmas perjudiciales a la salud.

V. Procurar la desecación de las ciénagas y pantanos.
VI. Exigir la continua limpieza y buenas condiciones de las 

letrinas.
VII. Cuidar de que en las fondas y cafés no se usen utensilios 

de cobre sin estañar, o de otros metales cuyo uso dañe la salud; 
ni se sirvan alimentos descompuestos.

VIII. Vigilar que en las tiendas, cantinas y pulquerías, no se 
vendan comestibles ni bebidas adulteradas o en estado de des-
composición.

IX. Impedir el degüello de reses enfermas o en estado de pre-
ñez, así como la venta de carnes descompuestas.

X. Cuidar de que en los mercados o cualesquiera otros luga-
res, no se vendan frutas, legumbres, pescados o lacticinios en 
estado de descomposición.

XI. Vigilar que la inhumación de los cadáveres se verifique en 
los panteones y cementerios destinados al efecto, en las afueras 
de las poblaciones, y cuidar de que las sepulturas tengan la de-
bida profundidad o el debido espesor de muros.

XII. Expensar y conservar la vacuna, procurando su propa-
gación.

XIII. Vigilar las boticas y expendios de medicinas y drogas, lo 
mismo que la conducta de los médicos, farmacéuticos, parteras, 
flebotomianos y herbolarios, dando aviso a la autoridad corres-
pondiente de los abusos que intentaren. Esta vigilancia se hará 
extensiva a los hospitales públicos y particulares.



76 77Antonio Díaz Soto y Gama Los  derechos de los pueblos

XIV. Cuidar en los casos de epidemia de que no falten los 
auxilios a los contagiados; dictando, de acuerdo con la autori-
dad política y la junta de sanidad, todas las providencias que 
conduzcan a evitar el aumento del contagio, dando parte in-
mediatamente al Gobierno del Estado, para que determine lo 
conveniente.

XV. Establecer cementerios especiales para la inhumación de 
los que fallezcan a consecuencia de enfermedades epidémicas y 
contagiosas en alto grado.

XVI. nombrar, dentro de los ocho días siguientes a su insta-
lación, una Junta de Sanidad, que se compondrá del Presidente 
Municipal, el Regidor o Regidores que formen la comisión de 
salubridad, y de los profesores o peritos en medicina y farmacia 
que fuere posible.

Esta junta será presidida por el presidente del ayuntamiento, 
y con él se consultará todo lo relativo a la higiene pública. El 
cargo es honorífico, gratuito y obligatorio.

Ramo de Comercio y Abastos

I. Establecer, conservar los mercados y abastos públicos, y evitar 
los abusos de los comerciantes.

II. Evitar que los vendedores y regateros monopolicen los 
efectos de primera necesidad.

III. Abastecer a las poblaciones de dichos efectos, cuando hu-
biere escasez y carestía de ellos, estableciendo expendios donde 
se vendan a precios módicos, aun cuando sea con detrimento de 
los fondos municipales.

IV. Cuidar de la exactitud de los pesos y medidas legales, por 
medio de la Comisión del Fiel Contraste.

V. Vigilar las casas de empeño, y dar parte a la autoridad co-
rrespondiente de los abusos que se cometen.

VI. Procurar el aumento y la libertad del comercio, iniciando 
al efecto cuando sea conducente.

Ramo de Rastros

I. Conservar y mejorar los rastros o edificios destinados a la ma-
tanza de reses, y establecerlos donde no los hubiere.

II. Cuidar de que, tanto en los rastros como las casillas des-
tinadas al expendio de carnes, se cumpla estrictamente con el 
reglamento respectivo.

Ramo de Policía

I. Cuidar de que los paseos, calles, plazas y plazuelas, estén siem-
pre aseados y regados, en los términos que fije el reglamento o 
bando respectivo.

II. Dictar las medidas urgentes y necesarias para evitar los 
perjuicios que puedan ocasionarse por el mal estado de cual-
quier construcción, mandando demoler ésta, si fuere preciso, a 
juicio de peritos. En el último caso deberá exigirse la pronta re-
construcción de la obra, en cuanto sea necesario para el ornato 
público. Si el dueño, no pudiere o no quisiere hacerlo, podrá ser 
expropiado conforme a la ley.

III. Cuidar de que en las municipalidades no haya vagos.
IV. Perseguir la embriaguez escandalosa, consignando a los 

ebrios consuetudinarios a la autoridad judicial y castigando a 
los que no lo sean habitualmente, con arreglo al Código Penal.

V. Evitar que en el centro de las poblaciones se establezcan fá-
bricas o depósitos de sustancias explosivas o de fácil combustión.

VI. Cuidar de que no vaguen por las calles animales que pue-
dan perjudicar o molestar a los transeúntes.

VII. Hacer que el tránsito de ganados por las poblaciones, se 
verifique de modo que no cause perjuicios al vecindario.

VIII. Perseguir el juego prohibido y cuidar de que en los juegos 
permitidos no se cometan escándalos o abusos, consignando a 
los infractores a la autoridad correspondiente.

IX. Impedir los espectáculos públicos que fueren noto-
riamente inmorales.

X. Vigilar las casas de prostitución y dar cuenta a quien co-
rresponda de los abusos que en ella se cometan.

XI. Procurar la construcción, conservación y limpieza de las 
atarjeas públicas y particulares, exigiendo a los propietarios el 
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buen estado y las condiciones requeridas de los desagües o alba-
ñales de las casas.

XII. Hacer la nomenclatura de las calles, plazas y plazuelas, 
fijando las placas respectivas por cuenta del fondo municipal, 
y exigir a los propietarios de fincas urbanas la numeración pro-
gresiva de ellas.

XIII. Vigilar el servicio de los aguadores y cargadores.
XIV. Cuidar de que el tránsito de carruajes y carros se verifi-

que en buen orden y con sujeción al reglamento respectivo.
XV. Reglamentar el uso de las campanas, a fin de que se usen 

sólo en lo indispensable para llamar a los actos del culto, y sin 
molestar al vecindario.

Ramo de Ornato y Obras Públicas

I. Procurar a expensas del fondo municipal, la nivelación de las 
calles, plazas y plazuelas, en cuanto sea posible, y también la 
construcción y conservación de sus empedrados y banquetas.

II. Cuidar de la alineación de los edificios, en la parte que dé 
a la calle, e igualmente de su solidez, y evitar todo aquello que 
impida el libre tránsito por las aceras y vías públicas.

III. Construir, conservar y mejorar jardines y paseos públicos, 
siempre que el estado de los fondos lo permita.

IV. Establecer, conservar y mejorar el alumbrado de las po-
blaciones cuidando de que se cumpla estrictamente con las pre-
venciones del reglamento del ramo.

V. Procurar la entubación y limpieza de las aguas potables, 
así como la conservación de los manantiales, fuentes, acueduc-
tos y ríos que sirvan para surtir de ellas a las poblaciones.

VI. Cuidar de la conservación y reparación de las mejoras y 
señales que marcan los límites de los pueblos que forman las 
municipalidades, siempre que hayan sido fijadas legalmente. 

Ramo de Cárceles

I. Establecer cárceles en las cabeceras municipales, cuidar de su 
conservación y de que reúnan las condiciones necesarias de se-
guridad e higiene.

II. Dar alimentos a los presos que lo necesiten, en cantidad 
bastante.

III. Expensar la curación de los presos enfermos, ya sea que se 
curen en la cárcel o en los hospitales.

IV. Cuidar de que los presos estén aseados y vestidos de una 
manera conveniente, erogando los gastos necesarios.

V. Procurar que los presos se ocupen en trabajos que les pro-
porcionen lo necesario para la subsistencia de sus familias, que 
tengan ahorros para cuando salgan de la prisión, y que se instru-
yan y moralicen.

VI. Cuidar de que no se imponga a los detenidos y presos con-
tribución o gabela, ni se les infiera cualquiera otra molestia sin 
motivo legal.

VII. Hacer que se cumplan estrictamente las leyes y regla-
mentos sobre cárceles.

VIII. Vigilar la conducta del alcaide y demás empleados de las 
prisiones y evitar sus abusos con los presos o detenidos.

IX. Los ayuntamientos que no residan en la población donde 
esté situado el Juzgado de Primera Instancia, cuidarán de pagar 
con exactitud al ayuntamiento de la Cabecera de Distrito, la 
pensión mensual necesaria para el mantenimiento de los presos 
que correspondan a su municipalidad.

Ramo de Fomento

I. Proteger y fomentar por cuantos medios estén a su alcance, la 
agricultura, la industria, las ciencias, artes y oficios.

II. Cuidar del buen estado de la conservación de las calzadas, 
puentes, caminos vecinales, comprendidos dentro de los límites 
de la municipalidad.

III. Conservar, mejorar, administrar los panteones y cementerios.

Ramo de Festividades Cívicas

I. Costear los gastos de las festividades cívicas o contribuir para 
ellas cuando menos.

II. Promover todo aquello que conduzca a la solemnidad y lu-
cimiento de dichas festividades.
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Ramo de Diversiones Públicas

I. Presidir por medio de alguno de los Concejales, los espectácu-
los o diversiones públicas, cuidando de la conservación del or-
den y del cumplimiento de los programas.

II. Procurar que la localidad en que tenga lugar alguna diver-
sión o espectáculo público no carezca de los requisitos necesa-
rios de solidez, higiene, y proporcione fácil salida en caso de in-
cendio u otro siniestro.

III. no permitir espectáculos que ofendan la moral, la vida 
privada o las instituciones vigentes.

Ramo del Fiel Contraste

I. Hacer dos visitas cada año a todos los establecimientos donde 
se usen pesas y medidas, para los efectos de la fracción 6ta del 
Ramo de Comercio; recogiendo las que no estuvieren arregladas 
e imponiendo a los dueños las penas que señala el respectivo re-
glamento.

II. Sin perjuicio de las visitas generales expresadas en la frac-
ción anterior, deberán practicar otras extraordinarias, cuando 
lo estimen conveniente o cuando tengan aviso de que se ha co-
metido alguna infracción, sin que deba cobrarse nada por di-
chas visitas.

III. Conservar bajo su cuidado los patrones de las medidas de 
líquidos y áridos, tanto lineales como de peso y de capacidad, para 
que a ellos se arreglen las de las poblaciones, señalando el tiempo 
en que deban presentarse para ser reconocidas y selladas.

Ramo de Registros y Cotejo de Fierro

I. Cuidar de que se cumpla con las disposiciones de la Ley de 10 
de noviembre de 1896 y su reglamento, sobre registros de mar-
cas y ventas de ganado así como la fracción 9na del Artículo IV 
de la Ley de 18 de septiembre último, sobre ingresos del Estado, 
y municipales. 

Capítulo Quinto. 
De las Facultades de los Ayuntamientos

Artículo 16. Son facultades de los ayuntamientos:

I. Imponer multas de uno a veinticinco pesos, o arresto de uno a 
quince días, al presidente, síndico y regidores, por faltas u omi-
siones en el desempeño de su cargo.

II. Imponer multas de uno a diez pesos, o arresto, de uno a 
ocho días a los ayudantes municipales, por las faltas u omisio-
nes expresadas en la fracción anterior.

III. Imponer multas de uno a cien pesos, o arresto de uno a 
quince días, por infracción de acuerdos o disposiciones muni-
cipales.

IV. Conceder licencia a los Concejales, siempre que ésta no 
pase de ocho días.

V. Conceder licencia a los ayudantes municipales, siempre 
que no exceda de dos meses en todo el año, salvo en caso de en-
fermedad.

VI. Conocer de las renuencias de los ayudantes municipales.
VII. nombrar el secretario, tesorero y demás empleados mu-

nicipales.
VIII. Conceder licencias a dichos empleados, si bien ellas sólo 

se concederán con goce de sueldo por causa de enfermedad de-
bidamente justificada.

IX. Imponer a los mismos empleados, por faltas que no cons-
tituyan delitos, multas de quince pesos no excediéndose o el 
arresto correspondiente, computado un día por cada peso (sic).

X. Ejercer por medio del tesorero, la facultad económico-coac-
tiva para el cobro de sus rentas o impuestos.

XI. Crear nuevos arbitrios municipales y suprimir o modifi-
car los existentes, cuando las circunstancias de la administra-
ción lo exigieren.

XII. Imponer a rédito sus capitales, y con la aprobación del 
vecindario, solicitar empréstitos.

XIII. Formar o reformar los reglamentos y tarifas de los ramos 
productores de la municipalidad, y los reglamentos de los de-
más ramos administrativos.

XIV. Revocar o modificar sus acuerdos, cuando lo estime con-
veniente.

XV. Excitar al presidente municipal para que cumpla con sus 
deberes.
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XVI. Revocar, modificar o suspender los acuerdos del presi-
dente municipal, siempre que sean contrarios a las leyes, regla-
mentos o acuerdos del ayuntamiento, a las leyes del Estado o a las 
federales, o cuando se opongan a los principios revolucionarios.

XVII. Convocar a junta a los vecinos de la municipalidad, 
para tratar asuntos de interés público que lo requieran.

XVIII. nombrar toda clase de comisiones, para el buen despa-
cho de los asuntos comunales.

XIX. Dictar todas las medidas que en cualquier ramo conside-
ren necesarias para el bien de la municipalidad.

Capítulo Sexto 
De las Atribuciones del Presidente Municipal

Artículo 17. Son atribuciones y obligaciones del presidente del 
ayuntamiento:

I. Publicar y circular las leyes, decretos, reglamentos y dis-
posiciones del Gobierno del Estado y de la Federación, que 
al efecto se le remitan, siempre que no tengan el carácter de 
bando, cuya publicación corresponde al ayuntamiento.

II. Cumplir y hacer cumplir, en la parte que le corresponde, 
las leyes, decretos, reglamentos y determinaciones del Go-
bierno del Estado y de la Federación.

III. Publicar, cumplir y hacer cumplir los bandos, regla-
mentos y acuerdos del ayuntamiento.

IV. Cumplir las órdenes y determinaciones del Goberna-
dor, de las Juntas de Vecinos o de sus comisionados, del Presi-
dente de distrito y de los demás funcionarios del Estado, que 
tengan facultad legal para dictarlas, siempre que su cumpli-
miento no corresponda a la corporación municipal.

V. Dar los informes y noticias que le pidan las autoridades 
o funcionarios de la Federación y del Estado.

VI. Cumplir con la disposición del Código Civil, sobre bie-
nes mostrencos.

VII. Cumplir las leyes y determinaciones relativas al estado 
civil de las personas.

VIII. Tramitar y ejecutar los acuerdos del ayuntamiento en 
la parte que le corresponda.

IX. Recibir y despachar la correspondencia que se le dirija, 
reservando la que corresponda al ayuntamiento, para que se 
le dé cuenta con ella en la próxima sesión.

X. Firmar con el secretario las órdenes y determinaciones 
del ayuntamiento y también las que el mismo dictare dentro 
de la órbita de sus facultades.

XI. Presidir las sesiones que celebre el ayuntamiento, con-
forme a su reglamento interior.

XII. Concurrir diariamente a la oficina municipal, durante 
las horas de reglamento, para el despacho de los asuntos de 
su competencia.

XIII. Cuidar de que en la municipalidad se conserve el orden 
y la tranquilidad públicos, exigiendo el auxilio de los veci-
nos en caso necesario. Cuando éstos se negaren a prestar di-
cho auxilio, los consignará a la autoridad judicial, si el hecho 
constituye un delito. En caso contrario, les impondrá la pena 
correccional que corresponda, conforme a sus facultades.

XIV. Distribuir equitativamente las cargas vecinales que 
sean indispensables para el buen servicio público.

XV. Procurar por todos los medios la conservación y mejora 
de los caminos públicos, líneas telegráficas y telefónicas del 
Estado y la Federación, dando aviso inmediatamente a quien 
corresponda, de los deterioros que hubiere.

XVI. Cuidar de la conservación y reparación de las diver-
sas propiedades municipales, dando cuenta al ayuntamiento 
para que sufrague los gastos necesarios, si llega a agotarse la 
respectiva partida del presupuesto.

XVII. En caso de trastorno público, incendio u otro aconte-
cimiento semejante, ocurrir al lugar del suceso y dictar las 
órdenes convenientes para remediar el mal.

XVIII. Vigilar asiduamente las labores de las oficinas muni-
cipales y la conducta de los empleados.

XIX. Cuidar de que las comisiones municipales cumplan 
estrictamente con sus deberes.

XX. Intervenir, en unión de la Comisión de Hacienda, el 
corte de caja mensual y la cuenta general de los fondos mu-
nicipales.

XXI. Autorizar con el secretario, el presupuesto mensual or-
dinario de la municipalidad.
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XXII. Vigilar la recaudación de las rentas municipales y la 
inversión de sus productos.

XXIII. Suspender la ejecución de los acuerdos del ayunta-
miento, cuando éstos sean contrarios a los principios procla-
mados por la Revolución, a las leyes del Estado o a las federa-
les, dando cuenta justificada al Consejo de Gobierno.

XXIV. Presidir los actos oficiales cuando no concurran a 
ellos el Gobernador o el Presidente de Distrito.

XXV. Cuidar de que se cumpla con las disposiciones relati-
vas al uso de campanas.

XXVI. Aplicar equitativamente las penas pecuniarias o cor-
porales fijadas en el libro cuarto del Código Penal, en los ban-
dos de policía y en los reglamentos municipales.

XXVII. Imponer multas de uno a cinco pesos e igual número 
de días de arresto, a los concejales que sin causa justificada 
falten a las sesiones del ayuntamiento o a los actos oficiales 
para los que hayan sido citados.

XXVIII. Imponer multas de uno a tres pesos, o arresto de uno 
a tres días a los concejales que no cumplan con las disposi-
ciones que dicte dentro de la órbita de sus facultades y cuya 
ejecución les esté encomendada.

XXIX. Hacer extrañamiento a los concejales o ayudantes 
municipales por omisiones o faltas leves en el ejercicio de su 
cargo, si las facultades u omisiones fueren graves, dará cuen-
ta al ayuntamiento para los efectos de las primeras fraccio-
nes del Artículo 18 (sic).

XXX. Conceder a los concejales en casos urgentes, licencias 
que no pasen de cuatro días, haciendo que se cubra la vacan-
te y dando cuenta al ayuntamiento desde luego.

XXXI. Dar licencia a los ayudantes municipales hasta por 
ocho días, y en casos urgentes, haciendo que se cubra la va-
cante mientras se da cuenta al ayuntamiento en la próxima 
sesión, para que se confirme o revoque la licencia.

XXXII. Conceder licencia a los empleados municipales, 
cuando hubiere urgente necesidad y siempre que no exceda 
de cinco días, teniendo presente lo dispuesto en la segunda 
parte de la fracción VIII del Artículo 18.

XXXIII. Convocar al ayuntamiento a sesión extraordinaria 
cada vez que fuere necesario.

XXXIV. Convocar juntas de particulares, cuando así lo re-
quiera algún asunto de interés público.

XXXV. Distribuir, en el acto de instalación del ayuntamien-
to, las comisiones generales que deben desempeñar los con-
cejales durante el año, y señalando cuando el caso lo exija, 
las comisiones extraordinarias y especiales que requiera la 
administración municipal.

XXXVI. Conocer de las licencias que se soliciten para la ce-
lebración de espectáculos y diversiones públicas, estableci-
mientos de juegos permitidos, construcción y reparación de 
edificios ubicados dentro de las poblaciones, giros de matan-
za, expendio de carne, bailes de escote, y otros objetos que 
las requieran, sujetándose para el cobro de derechos a lo dis-
puesto en la Ley de Ingresos Municipales.

XXXVII. Librar las órdenes de pago referentes a gastos debi-
damente aprobados poniendo para ello el “visto bueno” a los 
recibos de los interesados.

XXXVIII. Proponer al ayuntamiento, todo lo que estime con-
veniente para el bien de los intereses municipales.

Capítulo Séptimo
De las Atribuciones de los Regidores

Artículo 18. Los regidores tienen las obligaciones y facultades 
siguientes:

I. Asistir con puntualidad a las sesiones ordinarias del ayun-
tamiento y a las extraordinarias que se citaren.

II. Concurrir a los actos oficiales para los que se les cite.
III. Desempeñar debidamente las comisiones que se les con-

fieran.
IV. Obedecer las determinaciones del ayuntamiento o del 

presidente municipal, y las órdenes de las demás autorida-
des que tengan facultad para dictarlas.

V. Cumplir y hacer cumplir, en la parte que les correspon-
da, los reglamentos y bandos municipales, dando cuenta al 
presidente de las infracciones que se cometen.

VI. Vigilar a los empleados municipales y dar cuenta al 
ayuntamiento de las faltas u omisiones que cometieren.
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VII. Proponer al ayuntamiento los reglamentos y tarifas co-
rrespondientes al ramo que les está encomendado, o las re-
formas que fueren necesarias.

VIII. Pedir al ayuntamiento la remoción de los empleados 
que les estén subalternados, cuando haya causa justificada 
para ello, y proponer el nombramiento de otros.

IX. Dictaminar o informar sobre los asuntos que señale el 
ayuntamiento o su presidente.

X. Proponer a la corporación municipal todo lo que crean 
conducente al buen servicio y mejoramiento de los ramos 
que administran.

Capítulo Octavo
De las Atribuciones de los Síndicos

Artículo 19. Los síndicos tienen el cargo de promover el fomento 
de los intereses de las municipalidades, de sostener o defender 
sus derechos y llevar su voz en las quejas por los agravios que 
se les infieran o por los perjuicios que se les ocasionen debiendo 
proponer el modo de repararlos.

Artículo 20. Además de las atribuciones expresadas en el ar-
tículo anterior y de las que tienen como concejales, corresponde 
a los síndicos:

I. Formar la Comisión de Hacienda, en unión del presidente 
municipal y del regidor encargado del ramo.

II. Representar a la corporación municipal en el otorga-
miento de las escrituras públicas o privadas relativas a los 
contratos que aquella celebre.

III. Sostener los derechos del ayuntamiento en sus deman-
das y representarlo en los juicios que en su contra se pro-
muevan.

IV. Deducir ante los tribunales los derechos del erario mu-
nicipal, procurando la reivindicación de los bienes y accio-
nes que se les hubieren usurpado.

V. Reclamar contra cualquiera providencia que perjudique 
al vecindario.

VI. Pedir que se consigne a la autoridad judicial, a los fun-
cionarios o empleados municipales que malversen o distrai-
gan los fondos públicos.

VII. Intervenir con los demás miembros de la Comisión de 
Hacienda, los cortes de caja mensuales y la cuenta general 
del año, haciendo las observaciones que creyeren convenien-
tes, al darse cuenta con esos documentos al ayuntamiento.

VIII. Examinar las cuentas que presenten los regidores en-
cargados de los diversos ramos de la administración, lo mis-
mo que las demás que se relacionen con los fondos munici-
pales, y dictaminar si son o no de aprobarse.

IX. Promover todo lo que creyeren útil y benéfico a las po-
blaciones.

Artículo 21. Cuando los síndicos tengan que promover o 
contestar alguna demanda, recabarán instrucciones del ayun-
tamiento.

Artículo 22. En las municipalidades donde hubieren dos sín-
dicos, uno de ellos se encargará de lo relativo al ramo de Hacien-
da, y el otro de los asuntos contenciosos.

Artículo 23. Corresponde a los ayudantes municipales:

I. Publicar en su respectiva sección las leyes, decretos, bandos 
y reglamentos que se les remitan, y haciéndolos cumplir en 
la parte que les corresponda.

II. Emitir los informes y dar las noticias que les pidan las 
autoridades.

III. Cumplir las órdenes y disposiciones del Gobernador, del 
Presidente de Distrito, del ayuntamiento y su presidente, y de 
las demás autoridades y funcionarios que tengan facultades 
para dictarlas.

IV. Cuidar de la conservación del orden y seguridad públi-
ca en sus respectivas secciones, requiriendo el auxilio de los 
vecinos siempre que sea necesario.

V. Consignar al presidente municipal a todos los vecinos 
que se rehúsen a prestar el auxilio de que trata la fracción 
anterior, expresando clara y minuciosamente los hechos en 
el oficio respectivo.
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VI. Concurrir al lugar de suceso, en caso de incendio, inun-
dación, asalto, trastorno del orden público u otros aconteci-
mientos semejantes, para dictar las disposiciones necesarias 
para evitar o remediar el mal.

VII. Dar parte al presidente municipal, en el acto que ocurra 
cualquiera novedad en sus respectivas secciones.

VIII. Procurar la aprehensión de los delincuentes y con-
signarlos a la autoridad judicial respectiva, siempre que se 
esté cometiendo o se acabe de cometer un delito que no 
sea de aquellos que sólo se persiguen previa acusación del 
ofendido, como son el adulterio, el estupro, el rapto y las 
injurias.

IX. Ejecutar las aprehensiones que les ordenen las autori-
dades judiciales, el presidente de Distrito, y cualquiera otra 
autoridad que tenga facultad legal para ello.

X. Cuidar de que en sus respectivas secciones no haya vagos 
o ebrios escandalosos, y consignar a los culpables al presi-
dente municipal.

XI. Vigilar el aseo y salubridad de sus secciones.
XII. Consignar al presidente municipal a los infractores de 

las leyes, bandos y reglamentos de policía.
XIII. Dar cuenta al presidente del ayuntamiento de las fal-

tas de obediencia y de respeto que con ellos se cometieren, 
para que dicha autoridad determine lo conveniente.

XIV. Cuidar que los caminos vecinales se conserven en 
buen estado.

XV. Dar aviso al presidente municipal de cualquier deterio-
ro que noten en los caminos públicos y líneas telegráficas o 
telefónicas del estado y la Federación, en los tramos que se 
encuentren dentro de sus secciones.

XVI. Vigilar la conducta de los preceptores y dar cuenta al 
presidente municipal de las faltas y abusos que cometieren.

XVII. Estrechar a los padres de familia para que manden a 
sus hijos a las escuelas, en los días y horas que fijen las leyes 
y reglamentos relativos.

XVIII. Dar parte inmediatamente al presidente municipal, 
de la aparición de la langosta o de cualquiera plaga semejan-
te, y dictar desde luego las disposiciones oportunas.

XIX. Procurar la conservación y aumento de los manantia-
les, y el buen acotado de los ríos, acueductos o cañerías de 
que hagan uso las poblaciones para surtirse de agua.

XX. Formar un padrón de los habitantes de sus secciones, 
con noticias de sus ocupaciones y modo de vivir.

XXI. Formar el padrón especial de los niños de uno y otro 
sexo que deben concurrir a las escuelas.

XXII. Llevar una noticia exacta de las negociaciones indus-
triales, fabriles y comerciales de su sección. 

XXIII. Vigilar que los gendarmes o agentes de policía cum-
plan con sus deberes, e impedir que abusen de su cargo.

XXIV. Recaudar en su sección los impuestos municipales 
que se les encomienden.

XXV. Dar aviso al presidente municipal, tan luego como 
aparezca alguna epidemia.

XXVI. Cuidar de la conservación de los panteones y cemen-
terios, evitando que en ellos se verifique ninguna inhuma-
ción o exhumación, sin orden escrita de la autoridad com-
petente.

XXVII. Exigir que los padres de familia vacunen a sus hijos 
y dar cuenta al presidente municipal con los nombres de los 
que no cumplieren con este deber.

XXVIII. Expedir a los interesados certificado o constancia de 
los nacimientos y defunciones que ocurran en su sección, si 
en el pueblo no hay juez del Estado Civil; a fin de que este 
funcionamiento proceda a extender el acta relativa.

XXIX. Hacer que se cumplan las disposiciones relativas al 
uso de campanas.

XXX. Representar al ayuntamiento en las festividades cívi-
cas que se celebren en su sección.

XXXI. Presidir los espectáculos o diversiones públicas que, 
previa licencia del presidente municipal, se verifiquen en su 
respectiva sección, cuidando de que se conserve el orden y se 
cumpla con los programas. Esta atribución no comprende a 
los ayudantes municipales de las poblaciones donde reside 
el ayuntamiento.

XXXII. Promover ante el ayuntamiento, todo lo que fuere 
conveniente para el progreso de las poblaciones que están a 
su cargo.
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Capítulo Décimo
De las Comisiones Municipales

Artículo 24. Los ayuntamientos tendrán comisiones generales 
y especiales para el despacho de sus negocios.

Artículo 25. Las comisiones generales serán permanentes 
y nombradas por el presidente municipal el mismo día de la 
instalación del ayuntamiento.

 Artículo 26. Las comisiones especiales serán temporales y 
nombradas por el ayuntamiento o su presidente, siempre que 
lo requiera la naturaleza de determinados asuntos.

Artículo 27. Las comisiones generales, serán tantas cuantos 
son los ramos de la administración, especificados en el artículo 
17. Cada una de esas comisiones se encargará de cada uno de esos 
ramos.

Artículo 28. Las comisiones de que habla el artículo ante-
rior podrán aumentarse o disminuirse, según lo requiera el ser-
vicio de cada municipalidad.

Artículo 29. Un Concejal puede desempeñar dos o más co-
misiones, y estas se formarán de uno o de varios miembros. La 
Comisión de Hacienda se formará con el presidente del ayun-
tamiento, un síndico y un regidor.

Capítulo Decimoprimero
De la Renuencia de las 

Autoridades Municipales

Artículo 30. De la renuencia general de un ayuntamiento o de 
la mitad, por lo menos, de sus concejales, conocerá el goberna-
dor del Estado.

Artículo 31. De las renuencias de uno o más concejales, que 
no lleguen a la mitad de los que componen el ayuntamiento, 
conocerá el presidente de Distrito.

Artículo 32. Las renuencias de los ayudantes municipa-
les, serán estudiadas y resueltas por el ayuntamiento res-
pectivo.

Artículo 33. nadie puede excusarse de servir los cargos mu-
nicipales de concejal o ayudante, sin impedimento físico y mo-
ral, calificado respectivamente por el gobernador, el presiden-
te de Distrito o el ayuntamiento, con arreglo a los tres artículos 
anteriores.

Capítulo Decimosegundo 
De los Empleos Municipales

Artículo 34. Cada ayuntamiento tendrá un secretario, un teso-
rero y los demás empleados que sean necesarios para el buen 
servicio de la administración.

Artículo 35. El tesorero municipal, antes de tomar posesión 
de su cargo, o más tarde a los quince días de haberlo verifica-
do, caucionará su manejo con fianza o hipoteca que baste para 
cubrir el importe de la recaudación municipal en dos mensua-
lidades, computadas estas conforme al presupuesto general de 
ingresos vigente.

Artículo 36. Comprobada que sea ante el ayuntamiento la 
solvencia del fiador propuesto, o la suficiencia de la hipoteca 
ofrecida, se reunirá la corporación municipal para discutir si 
acepta o no la garantía de que se trata.

Artículo 37. Los ayuntamientos son responsables de la con-
ducta de su tesorero, por todo el tiempo que dure ejerciendo fun-
ciones sin caucionar su manejo.

Artículo 38. Los empleados inferiores del ramo de Hacienda 
caucionarán también su manejo, a satisfacción del ayuntamien-
to, el cual fijará el monto de la caución.

Artículo 39. Las faltas accidentales del secretario munici-
pal serán cubiertas por el empleado de la secretaría que ocupe 
el grado inmediato inferior, y las temporales o absolutas por la 
persona que designe el ayuntamiento.

Artículo 40. Las faltas del tesorero municipal que no pasen 
de ocho días, se cubrirán por el regidor del ramo de Hacienda, 
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quien percibirá una parte de los honorarios correspondientes a 
la cantidad que recaude, a juicio de los ayuntamientos.

Artículo 41. Las faltas absolutas del tesorero municipal y 
las que excedan de ocho días, serán cubiertas por la comisión 
de Hacienda y bajo su responsabilidad exclusiva, distribuyén-
dose entre sus miembros los honorarios que correspondan a la 
recaudación.

Cuando la falta fuere absoluta, la Comisión de Hacienda sólo 
se encargará de la tesorería, durante el tiempo estrictamente ne-
cesario para el nombramiento de nuevo tesorero.

Capítulo Decimotercero
Disposiciones Generales

Artículo 42. Las diferencias que se susciten entre los presidentes 
de Distrito y de los ayuntamientos o alguna de sus comisiones, 
con relación al cumplimiento de esta ley, serán resueltas por el 
Consejo de Gobierno. Las diferencias de los concejales entre sí o 
con el presidente municipal se resolverán por el presidente de 
Distrito. Las que se susciten entre el presidente y los ayuntamien-
tos municipales, y de éstos entre sí las resolverá el ayuntamiento.

Artículo 43. A más de las facultades y obligaciones que esta 
ley señala a los ayuntamientos, tendrán éstos todas las que se 
deriven de la naturaleza de sus funciones municipales o de la 
necesidad de proveer a las diversas atenciones de los pueblos.

Por lo tanto, mando se imprima, circule y se le dé el debido cum-
plimiento.

Reforma, Libertad, Justicia y Ley.

Cuartel General en Tlaltizapán, Mor., 
a 20 de abril de 1917.

El General en Jefe del Ejército Libertador
Emiliano zapata
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Antonio Díaz Soto y Gama

Los textos publicados en la presente 
edición manifiestan el ideario de Antonio 
Díaz Soto y Gama en dos temas funda-
mentales: democracia y municipalismo. 
En ambos casos, el ideólogo expresa su 
particular interpretación de la realidad 
política nacional, realiza un crudo diag-
nóstico de los actores políticos y vincula 
el retraso democrático del país con la 
mala calidad educativa.
 
Sus cualidades discursivas hicieron de él 
un polemista con capacidades muy reco-
nocidas, un hombre visionario y un ora- 
dor grandilocuente. Leer a Díaz Soto y 
Gama es descubrir a un hombre tan apa-
sionado como congruente en la defensa 
de la libertad, de los derechos de los 
pueblos, de la democracia y de la justicia. 
Un hombre que soñó otro México.

Ensayista, editor, bibliófilo y gastrófilo; 
impulsor del proyecto de creación del 
Archivo Histórico del Estado de More-
los. Autor de una veintena de ensayos de 
historia regional morelense del siglo 
XIX y XX. Publicó el libro La comida 
mexicana. De la Colonia a la Indepen-
dencia. Actualmente, se desempeña 
como director general del Instituto 
Estatal de Documentación de Morelos.

Jesús Zavaleta Castro
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